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Orden de 3 de octubre de 2017 de la Consejería de Agua, Agricultura, Ganadería y Pesca, por la que se 
establecen las Bases Reguladoras de las Ayudas LEADER previstas en la submedida 19.2 del Programa de 
Desarrollo Rural de la Región de Murcia 2014-2020, para proyectos no programados en las Estrategias 
de Desarrollo Local Participativo. 
 
Orden de 9 de noviembre de 2017, por la que se modifica la Orden de 3 de octubre de 2017 de la Consejería de Agua, 
Agricultura, Ganadería y Pesca, por la que se establecen las bases reguladoras de las ayudas LEADER previstas en la 
submedida 19.2 del Programa de Desarrollo Rural de la Región de Murcia 2014-2020, para proyectos no programados 
en las Estrategias de Desarrollo Local Participativo. 
 
Orden de 23 de junio de 2021, por la que se modifica la Orden de 3 de octubre de 2017 de la Consejería de Agua, 
Agricultura, Ganadería y Pesca, por la que se establecen las bases reguladoras de las ayudas Leader para la 
realización de operaciones incluidas en la submedida 19.2 del PDR regional de proyectos no programados en las 
EDLP, para el período 2014-2020.  

 
 

El desarrollo local participativo a través de LEADER 
consiste en ceder la iniciativa de planificación a las comunidades 
locales, que, organizadas en asociaciones como Grupos de Acción 
Local (en adelante GAL), elaboran y ejecutan una Estrategia de 
Desarrollo Local Participativo (en adelante EDLP) para un 
territorio determinado aprovechando sus recursos. Este enfoque 
ascendente supone una mayor implicación de la población en la 
solución de los problemas comunes que les afectan y un mayor 
compromiso en las actuaciones que proyectan, traduciéndose en 
un aumento de la gobernanza local. 
 

El proceso selectivo de las distintas EDLP comenzaba en 
la Región de Murcia con la publicación de la Orden de 19 de junio 
de 2015, por la que se aprobaba la convocatoria para la selección 
de los grupos candidatos a su elaboración y gestión, 
seleccionados mediante Orden de 29 de junio de 2016. La Orden 
de 4 de noviembre de 2016 y su posterior modificación a fecha de 
8 de junio de 2017, establecen las cuatro EDLP que regirán el 
desarrollo local participativo en los territorios rurales de la Región 
de Murcia durante el periodo 2014-2020. 
 

La inclusión de la medida 19 en los distintos programas 
de desarrollo rural se establece y queda definida en los 
Reglamentos (UE) n.º/1305/2013 y 1303/2013. La medida 19 
LEADER se articula en torno a cuatro submedidas. 
 

La presente Orden establece las bases reguladoras para 
las ayudas incluidas en la submedida 19.2 para proyectos no 
programados en las EDLP, que deben enfocarse a la creación de 
empleo, mejora de calidad de vida, mantenimiento del 
patrimonio rural, cuidado del medio ambiente o igualdad de 
género. 
 

Tratándose la presente Orden de una disposición 
general que afecta a derechos e intereses legítimos de los 

ciudadanos, y en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 53.3 
de la Ley 6/2004, de 28 de diciembre, del Estatuto del Presidente 
y del Consejo de Gobierno de la Región de Murcia, se ha dado 
trámite de audiencia a los GAL, en su condición tanto de 
entidades colaboradoras con la autoridad de gestión en la 
ejecución de las estrategias como de beneficiarios. Es 
imprescindible considerar, además, la experiencia que los GAL 
han adquirido a lo largo de más de veinte años en gestión de 
proyectos y pagos de ayudas Leader, aportando una importante 
e imprescindible visión práctica a la presente regulación. 
 

Esta Orden se estructura en dos capítulos. El capítulo 
primero aborda las consideraciones generales acerca de la 
submedida 19.2; el segundo define el procedimiento de solicitud 
y pago de las ayudas, cuyos beneficiarios pueden ser personas o 
entidades distintas a los GAL o estos mismos mediante proyectos 
propios de grupo. 
 

Asimismo, en cumplimiento del artículo 3.1 c) del 
Decreto n.º 331/2009, de 9 de octubre, por el que se crea y regula 
el Consejo Asesor Regional de las Organizaciones Profesionales 
Agrarias, la Orden se ha sometido a la consideración del citado 
órgano consultivo. 
 

Por Decisión de Ejecución de la Comisión de fecha 3 de 
julio de 2015, se aprobó el Programa de Desarrollo Rural de la 
Región de Murcia 2014-2020 y en su virtud, en ejercicio de las 
facultades que me confiere la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de 
Organización y Régimen Jurídico de la Administración Pública de 
la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, y a propuesta 
de la Directora General de Fondos Agrarios y Desarrollo Rural de 
la Consejería de Agua, Agricultura, Ganadería y Pesca. 
 

Dispongo: 
 



Capítulo I 
 

Consideraciones generales 
 

Artículo 1. Objeto, finalidad y ámbito territorial de las 
ayudas. 

 
1. Esta Orden tiene por objeto establecer, para el 

periodo 2014-2020, las bases reguladoras de las ayudas LEADER 
para la realización de operaciones incluidas en la submedida 19.2 
del PDR regional de proyectos no programados en las EDLP. 

 
2. La finalidad de estas ayudas es financiar la totalidad 

o parte de las operaciones que, estando de acuerdo con las 
prioridades de la EDLP aplicable en el territorio en cuestión, 
actúen sobre los objetivos transversales del PDR de creación de 
empleo, mejora de calidad de vida, mantenimiento del 
patrimonio rural, cuidado del medio ambiente o igualdad de 
género en el medio rural de la Región de Murcia. 

 
3. El ámbito territorial al que se dirigirán las actuaciones 

será el definido en cada una de las EDLP aprobadas mediante 
Orden de 4 de noviembre de 2016, modificada por Orden de 8 de 
junio de 2017, incluido como Anexo I. 
 

Artículo 2. Régimen normativo aplicable. 
 
1. Las ayudas LEADER para este periodo se regirán, 

además de por estas bases reguladoras, por lo dispuesto en el 
Marco Nacional de Desarrollo Rural 2014-2020 y en el Programa 
de Desarrollo Rural de la Región de Murcia; por la normativa 
autonómica que le sea de aplicación, y, concretamente, por la 
Orden de 4 de noviembre de 2016 de selección de EDLP, así como 
por la siguiente normativa comunitaria: 

 
a) Reglamento (UE) n.º 1306/2013 del Parlamento 

Europeo y del Consejo de 17 de diciembre de 2013, sobre la 
financiación, gestión y seguimiento de la Política Agrícola Común, 
por el que se derogan los Reglamentos (CE) n.º 352/78, (CE) n.º 
165/94, (CE) n.º 2799/98, (CE) n.º 814/2000, (CE) n.º 1290/2005 
y (CE) n.º 485/2008 del Consejo. 

 
b) Reglamento (UE) n.º 1305/2013 del Parlamento 

Europeo y del Consejo, de 17 de diciembre de 2013, relativo a la 
ayuda al desarrollo rural a través del Fondo Europeo Agrícola de 
Desarrollo Rural (FEADER) y por el que se deroga el Reglamento 
(CE) n.º 1698/2005 del Consejo. 

 
c) Reglamento (UE) n.º 1303/2013 del Parlamento 

Europeo y del Consejo, de 17 de diciembre de 2013, por el que se 
establecen disposiciones comunes relativas al Fondo Europeo de 
Desarrollo Regional, al Fondo Social Europeo, al Fondo de 
Cohesión, al Fondo Europeo Agrícola de Desarrollo Rural y al 
Fondo Europeo Marítimo y de la Pesca, y por el que se establecen 
disposiciones generales relativas al Fondo Europeo de Desarrollo 
Regional, al Fondo Social Europeo, al Fondo de Cohesión y al 
Fondo Europeo Marítimo y de la Pesca, y se deroga el Reglamento 
(CE) n.º 1083/2006 del Consejo. 

 
d) Reglamento Delegado (UE) 640/2014 de la Comisión 

de 11 de marzo de 2014, por el que se completa el Reglamento 
(UE) n.º 1306/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo en lo 
que respecta al sistema integrado de gestión y control y a las 
condiciones sobre la denegación o retirada de los pagos y sobre 
las sanciones administrativas aplicables a los pagos directos, a la 
ayuda al desarrollo rural y a la condicionalidad. 

 

e) Reglamento Delegado (UE) n.º 807/2014 de la 
Comisión, de 11 de marzo de 2014, que completa el Reglamento 
(UE) n.º 1305/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
relativo a la ayuda al desarrollo rural a través del Fondo Europeo 
Agrícola de Desarrollo Rural (FEADER), e introduce disposiciones 
transitorias. 

 
f) Reglamento de Ejecución (UE) n.º 808/2014 de la 

Comisión, de 17 de julio de 2014, por el que se establecen 
disposiciones de aplicación del Reglamento (UE) n.º 1305/2013 
del Parlamento Europeo y del Consejo, relativo a la ayuda al 
desarrollo rural a través del Fondo Europeo Agrícola de Desarrollo 
Rural (FEADER). 

g) Reglamento de Ejecución (UE) n.º 809/2014 de la 
Comisión, de 17 de julio de 2014, por el que se establecen 
disposiciones de aplicación del Reglamento (UE) n.º 1306/2013 
del Parlamento Europeo y del Consejo en lo que se refiere al 
sistema integrado de gestión y control, las medidas de desarrollo 
rural y la condicionalidad. 

 
h) Reglamento n.º 1407/2013 de la Comisión, de 18 de 

diciembre de 2013, relativo a la aplicación de los artículos 107 y 
108 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea a las 
ayudas de minimis. 

 
2. Normativa nacional y autonómica dictada en 

desarrollo de la anterior y circulares: 
 
a) “Acuerdo de Asociación de España 2014-2020”, 

firmado el 30 de octubre de 2014 por España y la Comisión 
Europea. 

 
b) Marco Nacional de Desarrollo Rural de España para 

el periodo 2014-2020 acordado en la Conferencia Sectorial de 
Agricultura y Desarrollo Rural de 24 y 25 de julio de 2013. 

 
c) Circular de coordinación del FEGA n.º 23/2015, 

Criterios para la aplicación de las reducciones, sanciones y 
exclusiones a las ayudas al desarrollo rural no establecidas en el 
ámbito del sistema integrado del período 2014/2020. 

 
d) Circular de coordinación del FEGA n.º 22/2015, Plan 

nacional de controles de las medidas de desarrollo rural no 
establecidas en el ámbito del sistema integrado del periodo 2014-
2020. 

 
e) Circular de coordinación del FEGA n.º 4/2016, Plan 

nacional de controles de las ayudas para el Desarrollo Rural 
Participativo (LEADER). 

 
f) Programa de Desarrollo Rural de la Región de Murcia 

2014-2020, aprobado por la Comisión el 3 de julio de 2015. 
 
g) Orden de 19 de junio de 2015, de la Consejería de 

Agricultura y Agua, por la que se regula el procedimiento y se 
aprueba la convocatoria para la selección en la Región de Murcia, 
de los GAL candidatos a gestionar las Estrategias de Desarrollo 
Local Participativo en el periodo de programación 2014-2020. 

 
h) Orden de 29 de junio de 2016, de selección de GAL 

candidatos a la gestión de las EDLP en el periodo de programación 
2014-2020. 

 
i) Orden de 19 de julio de 2016, de la Consejería de 

Agua, Agricultura y Medio Ambiente, por la que se establecen las 
normas para la elaboración de las estrategias de Desarrollo Local 
Participativo a aplicar en la Región de Murcia durante el periodo 
2014-2020, se abre la convocatoria y se regula el procedimiento 



para su selección, y se introduce el régimen de organización y 
funcionamiento de los GAL que gestionarán dichas estrategias, a 
través de la metodología LEADER. 

 
j) Decreto n.º 83/2016, de 27 de julio, por el que se 

regula la concesión directa de ayudas para la elaboración de las 
Estrategias de Desarrollo Local Participativo (EDLP) a las 
organizaciones seleccionadas como Grupos de Acción Local 
Provisionales para el periodo 2014-2020 en la Región de Murcia. 

 
k) Orden de 4 de noviembre de 2016 de selección de 

Estrategias de Desarrollo Local Participativo a aplicar en la Región 
de Murcia durante el periodo 2014-2020. 

l) Orden de 8 de junio de 2017 por la que se modifica la 
Orden de 4 de noviembre de 2016, por la que se seleccionan las 
EDLP a aplicar en la Región de Murcia durante el periodo 2014-
2020. 

 
3. La normativa nacional y autonómica sobre 

subvenciones: 
 
a) Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 

Subvenciones, con carácter supletorio según su artículo 6. 
 
b) Ley 7/2005, de 18 de noviembre, de Subvenciones de 

la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia. 
 
c) RD 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el 

Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones. 

 
4. La normativa nacional y autonómica sobre 

contratación pública: 
 
a) Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, 

por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos 
del Sector Público. 

 
b) En el caso de los GAL, también sus respectivas 

Instrucciones de Contratación. 
 
5. La Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas, aplicable 
en todo caso en las relaciones con la C.A.R.M. y cuando proceda 
en las relaciones del GAL con los beneficiarios. 

 
6. Las actuaciones objeto de ayuda deberán, además de 

cumplir con la normativa vigente, ser acorde a las prioridades y 
contenidos establecidos en las distintas EDLP para cada territorio, 
así como a los convenios de colaboración entre la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia y los GAL. 

 
Artículo 3. Definiciones. 
 
A los efectos de esta Orden se establecen las siguientes 

definiciones: 
 
1. Proyectos no programados: proyectos que sin estar 

definidos en las distintas EDLP son acordes con las prioridades de 
las mismas y se dirigen a la consecución de sus objetivos. Los 
proyectos no programados pueden ser propuestos y ejecutados 
por promotores tanto públicos como privados. En todos los casos 
la selección de estos proyectos requiere convocatoria en 
concurrencia competitiva. 

 
2. Proyectos propios de los GAL: proyectos no 

programados solicitados y ejecutados por los propios GAL. Los 
grupos podrán concurrir a las convocatorias para proyectos no 

programados únicamente para proyectos de formación y 
promoción territorial: 

 
- Proyectos de formación: aquellos de capacitación para 

el empleo, dirigidos a la población activa del territorio, a fin de 
aumentar la empleabilidad, tanto por cuenta propia como ajena, 
en las actividades existentes y futuras, así como otros proyectos 
de capacitación, de índole social, medioambiental u otros. Se 
incluyen también aquí los proyectos de formación para la mejora 
de las capacidades del personal del propio GAL. 

 
- Proyectos de promoción territorial: aquellas 

actuaciones desarrolladas en colaboración con los actores 
locales, dirigidas a mejorar las condiciones generales económicas, 
sociales, culturales y medioambientales, así como difundir las 
posibilidades turísticas y características naturales e históricas, 
etc. que favorezcan el desarrollo integral del territorio. 

 
3. Proyectos productivos: proyectos cuyo objetivo es la 

producción de bienes o servicios que pueden ser comercializados 
o que incrementen la renta de los promotores o aumenten el 
valor de las propiedades. 

 
4. Proyectos no productivos: proyectos consistentes en 

gastos o inversiones en bienes o servicios públicos que no tienen 
como objetivo la comercialización de bienes o servicios para la 
obtención de rentas o que no pueden ser objeto de venta y 
aquellos prestados por entidades públicas en el ejercicio de sus 
funciones propias. 

 
5. Dictamen de elegibilidad: es un informe que 

corresponde realizar al GAL en el caso de operaciones solicitadas 
por personas o entidades distintas del GAL y consiste en 
comprobar la adecuación del proyecto con la EDLP. 

 
6. Informe de viabilidad: es un informe que corresponde 

realizar al GAL en el caso de operaciones solicitadas por personas 
o entidades distintas del GAL y consiste en determinar la 
viabilidad económica del proyecto. 

 
7. Informe de subvencionalidad: informe de carácter 

vinculante y preceptivo emitido por el Servicio de Diversificación 
de Economía Rural una vez revisado el expediente de solicitud de 
ayuda del beneficiario. Dicho informe puede ser favorable o 
desfavorable para la denegación de la concesión de la ayuda, 
dependiendo de su adecuación o no al PDR y del cumplimiento de 
los controles administrativos descritos en el artículo 48.2 del 
Reglamento 809/2014. 
 
Artículo 4. Beneficiarios de las ayudas. 

 
1. Con carácter general pueden beneficiarse de estas 

ayudas cualquier persona física o jurídica que desarrolle una 
actividad o vaya a desarrollarla con la puesta en marcha de la 
iniciativa. Es decir: 

 
a) Autónomos y personas físicas (En este último caso, 

deberán acreditar su alta en el epígrafe correspondiente con 
anterioridad a la fecha establecida en la resolución de concesión 
para la finalización de las operaciones). 

 
b) Sociedades Mercantiles, Sociedades Agrarias de 

Transformación, Cooperativas, Sociedades Laborales, 
Fundaciones y Asociaciones así como cualquier otra entidad, 
asociativa o societaria, con personalidad jurídica. También 
podrán solicitar ayudas aquellas entidades que estén en fase de 
constitución, siempre y cuando adquieran la personalidad jurídica 



con anterioridad a la fecha establecida en la resolución de 
concesión para la finalización de las inversiones. 

 
c) Comunidades de bienes u otras entidades de tipo 

comunal, que, aun careciendo de personalidad jurídica, puedan 
llevar a cabo las inversiones o actividades que motivan la 
concesión de la subvención. En estos casos, los comuneros 
nombrarán un representante o apoderado único y, en un 
documento que se incorporará al expediente, manifestarán sus 
respectivas participaciones en la cosa común y asumirán su 
responsabilidad solidaria en las obligaciones derivadas de la 
ayuda. 

 
d) Entidades de derecho público de base asociativa 

privada (comunidades de regantes, consejos reguladores de las 
indicaciones de calidad,…) 

 
e) Entidades públicas de carácter local, con ámbito 

territorial inferior al provincial. 
 
f) Ayuntamientos. 
 
g) Grupos de Acción Local. 
 
2. Los beneficiarios de las ayudas para proyectos no 

programados en las EDLP no podrán estar incursos en las 
circunstancias que impiden obtener la condición de beneficiario, 
descritas en el artículo 5 de la presente Orden. 

 
3. Cuando el beneficiario sea una sociedad civil, su 

constitución deberá constar en escritura pública y deberá haber 
obtenido un número de identificación fiscal (NIF) propio. 

 
4. En el caso de las personas físicas, será requisito 

indispensable para ser beneficiario de ayudas haber cumplido 18 
años en el momento de la solicitud, lo que se comprobará en el 
momento de presentarla. 

 
5. De acuerdo a lo expresado en el artículo 34 apartado 

4 del Reglamento 1303/2013, los GAL podrán ser beneficiarios de 
esta submedida. Los GAL podrán concurrir a las convocatorias de 
ayuda mediante proyectos propios de grupo, en las modalidades 
de formación y promoción territorial, descritas en el apartado 2 
del artículo 3 de la presente Orden. 

 
6. Los GAL definirán en sus convocatorias los tipos de 

empresa que podrán ser beneficiarias de las ayudas según las 
definiciones y términos regulados en el Anexo I del Reglamento 
(UE) n.º 651/2014, de 17 de junio, por el que se declaran 
determinadas categorías de ayuda compatibles con el mercado 
interior, de conformidad con los artículos 107 y 108 el Tratado de 
funcionamiento de la Unión Europea. 
 

Artículo 5. Requisitos para obtener la condición de 
beneficiario. 

 
1. Podrán obtener la condición de beneficiario las 

personas o entidades que se encuentren en la situación que 
fundamenta la concesión de la subvención o en las que concurran 
las circunstancias previstas en las presentes bases reguladoras y 
en la convocatoria. 

 
2. No podrán obtener la condición de beneficiario los 

promotores públicos o privados en los que concurra alguna de las 
circunstancias previstas en el artículo 13.2 de la Ley 38/2003, de 
17 de noviembre, General de Subvenciones. La justificación por 
parte de los solicitantes de no estar incursos en ninguna de esas 
prohibiciones se efectuará mediante la presentación de una 

declaración responsable, que deberá realizarse según el modelo 
establecido en el Manual de Procedimiento. 

 
3. No podrá recibir ayudas quienes no se hallen al 

corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias tanto 
con la Hacienda del Estado como con la de la Administración de 
la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, y frente a la 
Seguridad Social, así como quienes tengan alguna deuda 
pendiente de pago con la Administración de la Comunidad 
Autónoma o con los GAL. 

 
4. La comprobación de estar al corriente de las 

obligaciones fiscales frente a la Agencia Tributaria y frente a la 
Hacienda Pública Regional, y de las obligaciones frente a la 
Seguridad Social, se realizará de oficio desde la Consejería, salvo 
que deniegue expresamente su consentimiento para acceder a 
los mismos. A tal efecto, se entenderá que con la presentación de 
la ayuda, el solicitante autoriza la obtención telemática de tales 
certificados ante las correspondientes dependencias 
administrativas. 

 
5. Cuando el solicitante deniegue expresamente el 

consentimiento para acceder a los datos referidos, deberá 
aportar los certificados citados junto a la solicitud. 

 
6. La presentación de declaración responsable sustituirá 

la presentación de las certificaciones en los casos previstos en el 
artículo 24 del Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, aprobado mediante Real 
Decreto 887/2006, de 21 de julio y en el artículo 5 de la Orden de 
1 de abril de 2008, de la Consejería de Hacienda y Administración 
Pública, con excepción de los señalados en el apartado 6 de 
ambos preceptos, de manera que serán necesarias las 
certificaciones cuando los perceptores finales sean los 
ayuntamientos. 

 
7. No obstante lo anterior, en aplicación del artículo 11 

b) de la Ley 7/2005, de 18 de noviembre, de Subvenciones de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, los ayuntamientos 
quedarán exentos de acreditar hallarse al corriente de sus 
obligaciones tributarias con la Hacienda Regional. 
 
Artículo 6. Financiación. 

 
1. Las ayudas reguladas en la presente Orden serán 

cofinanciadas, por la Unión Europea, a través del Fondo Europeo 
Agrícola de Desarrollo Rural (FEADER) y por la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia, a través de la Consejería de 
Agua, Agricultura, Ganadería y Pesca. Los porcentajes de 
financiación serán del FEADER 63,0% y CARM 37,0%. 

 
2. La financiación se efectuará con cargo a la partida 

presupuestaria 170400.531A.77029, proyecto 44389. El plan de 
financiación por años y fuentes de financiación será el establecido 
en el cuadro del Anexo II. 

 
3. La financiación de las ayudas se efectuará con cargo 

a créditos de carácter plurianual, en los términos establecidos 
en el artículo 37 del texto refundido de la Ley de Hacienda de la 
Región de Murcia, aprobado mediante Decreto Legislativo 
1/1999, de 2 de diciembre. 

 
Superado el examen de rendimiento del año 2019 con 

resultado favorable, el crédito disponible para las ayudas 
reguladas en la presente Orden, incluyendo la incorporación de 
la reserva de rendimiento, es de un total de 11.812.039,92 euros 
para el periodo 2018-2023. 

 



El crédito se distribuirá entre las distintas EDLP de la 
siguiente manera, sin perjuicio de las posibles modificaciones 
presupuestarias: 
 

ANUALIDAD EDLP 
INTEGRAL 

EDLP 
CAMPODER 

EDLP VEGA EDLP 
NORDESTE 

2018 616.078,91 620.869,85 807.646,24 440.415,83 

2019 852.100,96 690.139,08 792.629,33 673.709,13 

2020 299.968,53 65.198,13 567.178,89 431.705,73 

2021 1.075.169,47 722.945,92 427.718,57 258.154,39 

2022 564.083,21 845.466,17 203.991,28 609.829,20 

2023 62.675,91 93.940,69 22.665,70 67.758,80 

TOTAL 3.470.076,99 3.038.559,84 2.821.830,01 2.481.573,08 

 
4. A efectos del artículo 57 del RD 887/2006, de 21 de 

julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley General de 
Subvenciones, la distribución de la cuantía total máxima de las 
subvenciones convocadas entre los créditos de las distintas 
anualidades tendrá carácter estimativo. Asimismo, la 
financiación de las ayudas queda sometida a la condición 
suspensiva de existencia en los presupuestos de los años 2018, 
2019, 2020, 2021, 2022 y 2023 de crédito adecuado y suficiente. 

 
5. Los créditos previstos podrán ajustarse entre los 

distintos ejercicios mediante el oportuno reajuste de 
anualidades, de acuerdo con las necesidades derivadas de la 
ejecución de las ayudas. 

 
6. En caso de retraso o no ejecución de alguna de las 

EDLP atribuible a los GAL, que implique un desajuste en el 
cronograma de pagos por cualquiera de los GAL, podrá realizarse 
una reasignación financiera a favor de aquellos otros GAL cuyo 
grado de desarrollo inversor supere las dotaciones anuales 
asignadas inicialmente. 

 
7. El incumplimiento por parte de los GAL en sus 

obligaciones con las Administraciones Públicas, los promotores 
de los proyectos y la población concernida, podrá dar lugar, en su 
caso, a reducciones de las aportaciones públicas para las 
anualidades pendientes, y en casos de especial gravedad, a la 
revocación de la gestión del programa por la autoridad 
competente y/o del inicio de las actuaciones judiciales 
correspondientes. 

 
8. La reasignación financiera podrá realizarse también 

como consecuencia del incumplimiento por parte de alguno de 
los GAL de los compromisos adquiridos mediante la firma del 
Anexo IV de la Orden de 19 de julio de 2016 de selección de EDLP. 
Dicho incumplimiento podrá suponer la reasignación financiera 
de una parte o de la totalidad del presupuesto asignado para la 
ejecución de su estrategia, en caso de que la revisión de la 
puntuación implique la suspensión de la EDLP por rebajar la 
puntuación obtenida por debajo de los 5 puntos necesarios para 
cada uno de los aspectos, tal y como establece el PDR. 

 
9. Cuando el grado de cumplimiento de las EDLP pueda 

suponer un riesgo de liberación automática de compromisos del 
FEADER (“regla n+3”), conforme al artículo 38 del Reglamento 
(UE) n.º 1306/2013 y sea por causa achacables a los GAL, el titular 
de la Dirección General de Desarrollo Rural y Forestal podrá 
reasignar los fondos incluso a otras actuaciones del Programa de 
Desarrollo Rural de la Región de Murcia 2014-2020, a estos 
efectos se realizará una verificación anual de los pagos 
efectuados. 

 

10. La reasignación no definitiva de fondos entre grupos 
o submedidas se realizará mediante Resolución de la Directora 
General de Fondos Agrarios y Desarrollo Rural. Cuando dichas 
reasignaciones tengan carácter definitivo y supongan la 
modificación de los Convenios, tales modificaciones se 
efectuarán, previa audiencia a los interesados, mediante Orden 
motivada del Consejero de Agua, Agricultura, Ganadería y Pesca. 
Cuando el GAL no diese su conformidad a la modificación del 
Convenio, el Consejero avocará la gestión de la EDLP 
correspondiente. Contra la Orden por la que se modifiquen las 
asignaciones financieras y la Orden de avocación podrá 
interponerse recurso potestativo de reposición ante el propio 
Consejero de Agua, Agricultura, Ganadería y Pesca, de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 123 y 124 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, o bien recurso 
contencioso-administrativo ante la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de la Región de 
Murcia, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 29/1998, de 
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa, todo ello sin perjuicio de que el interesado pueda 
interponer cualesquiera otro recurso que considere oportuno. 

 
Artículo 7. Compatibilidad con otras ayudas. 
 
1. Las ayudas reguladas en estas bases son 

incompatibles con cualquier otra ayuda o subvención que, 
concedida con el mismo fin, esté financiada con Fondos 
Estructurales, el Fondo de Cohesión o cualquier otro instrumento 
financiero de la Unión, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 59.8 del Reglamento 1305/2013, de 17 de diciembre de 
2013. 
 

2. No será objeto de ayuda a través de la medida 19 
LEADER ninguna operación subvencionable por cualquier otra 
medida del PDR Región de Murcia 2014-2020, a excepción de las 
que pudieran acogerse a la medida 4.2, relativa a Inversiones en 
Transformación y Comercialización de productos agrícolas. En 
este caso, podrá auxiliarse a través de LEADER proyectos de 
inversión siempre que los solicitantes cumplan con el criterio de 
microempresa y siendo únicamente subvencionable hasta el 
importe máximo que el reglamento establece en la medida. 
Tendrán la consideración de microempresas, según el Anexo I del 
Reglamento (UE) n.º 651/2014, de 17 de junio, por el que se 
declaran determinadas categorías de ayuda compatibles con el 
mercado interior, de conformidad con los artículos 107 y 108 el 
Tratado de funcionamiento de la Unión Europea, aquellas que 
ocupan a menos de 10 personas y cuyo volumen de negocios 
anual o cuyo balance general anual no supera los 2 millones EUR. 
 

3. Las ayudas reguladas en estas bases serán 
compatibles con las ayudas para la misma finalidad financiadas 
íntegramente por fondos nacionales, siempre que hayan sido 
declaradas compatibles en los términos establecidos en el 
Reglamento (CE) n.º 659/1999 del Consejo, o bien se acojan a 
alguno de los Reglamentos de exención o “de minimis”. En todo 
caso, la suma de todas las ayudas percibidas no podrá ser superior 
al coste total de la operación. 
 

4. En el momento de solicitud de ayuda, los solicitantes 
deberán comunicar, según el modelo oficial incluido en el Manual 
de Procedimiento, que será publicado en la web de la Consejería 
de Agua, Agricultura, Ganadería y Pesca, aquellas otras 
subvenciones o ayudas que para el mismo proyecto hubieran 
solicitado u obtenido con anterioridad. 
 

5. Cuando se solicite una ayuda LEADER y se hubieran 
obtenido otras ayudas anteriores incompatibles, se podrá 



conceder la primera condicionando la eficacia de la concesión a 
la renuncia y consiguiente reintegro, en su caso, de las ayudas 
incompatibles percibidas con anterioridad. 
 

6. La obtención, con posterioridad a la concesión de las 
ayudas reguladas en la presente Orden, de otras ayudas 
incompatibles, determinará la pérdida de las primeras y la 
consiguiente exigencia de reintegro de las cantidades percibidas 
incrementadas con los intereses de demora correspondientes, en 
su caso. 

Lo anterior no será de aplicación cuando el beneficiario 
renuncie expresamente a las ayudas incompatibles obtenidas con 
posterioridad y proceda al reintegro de las cantidades obtenidas 
incrementadas con los intereses de demora correspondientes, en 
su caso, suspendiéndose la eficacia de la concesión de las ayudas 
“Leader” en tanto dicho reintegro se produzca. 

 
Artículo 8. Subcontratación. 

 
1. De conformidad con el artículo 29 de la Ley 38/2003, 

se entiende que un beneficiario subcontrata cuando concierta 
con terceros la ejecución total o parcial de la actividad que 
constituye el objeto de la subvención. Queda fuera de este 
concepto la contratación de aquellos gastos en que tenga que 
incurrir el beneficiario para la realización por sí mismo de la 
actividad subvencionada, que se regula en el artículo 31 de la Ley 
General de Subvenciones. 
 

2. Concretamente se deberá tener en cuenta lo 
siguiente: 
 

a) Habrá subcontratación cuando la intervención o 
parte de la misma no sea realizada directamente por el propio 
beneficiario. 
 

b) No se considerará subcontratación la concertación 
con terceros de actividades que no constituyen el objeto de la 
intervención subvencionada sino un medio para lograrla o se 
trate de actividades de externalización frecuente en el tráfico 
comercial. 
 

c) No existe subcontratación cuando el objeto del 
contrato no se espera que deba ser realizado personalmente por 
el beneficiario, bien porque no constituya el objeto de su 
actividad, bien porque los elementos personales del beneficiario 
no hayan resultado esenciales en la valoración de la intervención 
subvencionada. 
 

3. El beneficiario de la subvención podrá concertar con 
terceros la ejecución total o parcial de la intervención que 
constituye el objeto de la subvención. 
 

4. En ningún caso podrán subcontratarse actuaciones o 
inversiones que aumentando el coste de la actividad 
subvencionada, no aporten valor añadido al contenido de la 
misma. 
 

5. Cuando la actividad concertada con terceros exceda 
del 20 por ciento del importe de la subvención y dicho importe 
sea superior a 60.000 euros, la subcontratación estará sometida 
al cumplimiento del requisito de que el contrato se celebre por 
escrito. 
 

6. En los demás aspectos de la subcontratación se 
estará a lo dispuesto en el artículo 29 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre y al artículo 68 del Real Decreto 887/2006, de 21 de 
julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 38/2003, de 
17 de noviembre, General de Subvenciones. 

 
7. En caso de subcontratar alguna actuación, 

únicamente será elegible el coste real de la actividad 
subcontratada, de la que podrá financiarse hasta el 100% de su 
importe. 
 

Artículo 9. Obligaciones generales de los beneficiarios. 
 

1. De conformidad con el artículo 14 de la Ley 38/2003 
General de Subvenciones y con el artículo 11 de la Ley 7/2005 de 
Subvenciones de la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia, y por recibir ayudas LEADER, los beneficiarios adquirirán 
las siguientes obligaciones: 
 

a) Ejecutar y justificar las actuaciones que fundamentan 
la concesión de las ayudas, desarrollándolas en el período que se 
les señale en la resolución de concesión, sin perjuicio de las 
prórrogas que puedan concederse en los términos establecidos 
en el artículo 31 de la presente Orden. 
 

b) Justificar el cumplimiento de los requisitos y 
condiciones para ser beneficiario. Dichos requisitos y condiciones 
para la submedida 19.2 (proyectos no programados) se definirán 
en la convocatoria de ayudas de cada uno de los GAL. 
 

c) Someterse a las actuaciones de comprobación y 
control exigidas por la normativa facilitando cuanta 
documentación e información les sea requerida. 
 

d) Comunicar la obtención de otras subvenciones, 
ayudas, ingresos o recursos que financien las actuaciones 
subvencionadas y que puedan ser objeto de incompatibilidad con 
ayudas LEADER en base a lo establecido al artículo 7 de la 
presente Orden. Tal comunicación deberá efectuarse tan pronto 
como se conozca y, en todo caso, con anterioridad a la 
justificación dada a los fondos percibidos. 
 

e) Acreditar que se hallan al corriente de sus 
obligaciones frente a la Agencia Tributaria, a la Hacienda Pública 
Regional y a la Seguridad Social en los términos previstos en el 
artículo 5 de la presente Orden. 
 

f) Disponer de los libros contables, registros 
diligenciados y demás documentos debidamente auditados en los 
términos exigidos por la legislación mercantil y sectorial 
aplicables al beneficiario en cada caso. Los beneficiarios tienen la 
obligación en su sistema de contabilidad, para las operaciones 
reembolsadas sobre la base de los costes subvencionables en los 
que se haya incurrido efectivamente, o bien de llevar un sistema 
de contabilidad aparte, o bien de asignar un código contable 
adecuado a todas las transacciones relacionadas con una 
operación. 
 

g) Cumplir con la Ley 12/2014, de 16 de diciembre, 
de Transparencia y Participación Ciudadana de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia, así como con las obligaciones 
de difusión, información y publicidad derivadas del artículo 13 del 
Reglamento 808/2014, de 17 de julio y descritas en el artículo 
siguiente. 
 

h) Comunicar al Servicio de Diversificación y Economía 
Rural de la Consejería de Agua, Agricultura, Ganadería y Pesca y 
al GAL, en el caso de que este no sea el beneficiario, la 
modificación de cualquier circunstancia que afecte a alguno de 
los requisitos exigidos para la concesión de la ayuda. 
 



i) Realizar el proyecto de acuerdo a las condiciones 
señaladas en la fase de concesión de ayuda cumpliendo la 
finalidad determinada en la misma. 
 

j) Comprometerse a que el resultado final del proyecto 
coincidirá, en calidad, finalidad y características, con las 
aprobadas en fase de concesión o, en su caso, en las 
modificaciones posteriores. 
 

k) Conservar los documentos justificativos de la 
aplicación de las ayudas recibidas, incluidos los documentos 
electrónicos, durante el periodo de tiempo en que puedan ser 
objeto de comprobación y control. 
 

l) Mantener, en los casos en los que proceda, el destino 
de las inversiones y gastos objeto de la ayuda, incluyendo los 
puestos de trabajo creados, al menos durante cinco años a partir 
del último pago recibido. No obstante, la administración podrá 
autorizar la transmisión de la titularidad de dichos activos 
siempre que el nuevo titular se subrogue en dicha obligación, en 
los términos establecidos en el artículo 26 de las presentes bases 
reguladoras. Asimismo será obligatorio mantener durante el 
citado periodo un correcto estado de conservación y 
mantenimiento de las inversiones. 
 

m) Solicitar, antes de que concluya el plazo para la 
realización de la actividad o ejecución de la inversión prevista la 
modificación de la resolución de concesión en los casos en los que 
proceda de conformidad con el artículo 24 de la presente Orden. 
 

n) En el caso de bienes inscribibles en un registro 
público cuya compra se haya subvencionado, deberá hacerse 
constar en la escritura esta circunstancia, así como el importe de 
la subvención concedida, debiendo ser estos extremos objeto de 
inscripción en el registro público correspondiente. 
 

o) No ser, en el momento del pago, deudores por 
resolución de procedencia de reintegro de subvenciones o ayudas 
frente a la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia. 
 

p) Cumplir las condiciones exigidas por la normativa 
ambiental vigente y, en particular, ejecutar las medidas 
correctoras que pudieran imponerse a los proyectos en las 
autorizaciones o evaluaciones ambientales a que se sometan. 
 

q) Cuando los beneficiarios de las ayudas sean los 
ayuntamientos o cualquier ente, organismo o entidad 
relacionado en el artículo 3 del Texto Refundido de la Ley de 
Contratos del Sector Público, deberán regirse, respecto de los 
contratos que suscriban para la ejecución de las actuaciones, a lo 
dispuesto en dicho Texto, aprobado mediante Real Decreto 
Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, y en su normativa de 
desarrollo. Los GAL deberán regirse por sus Instrucciones de 
Contratación. 
 

r) Proceder al reintegro, suspensión, reducción, sanción 
y exclusión de las ayudas percibidas en los supuestos 
contemplados en los artículos 11, 14 y 15 de la presente Orden. 
 

s) Cumplir con la normativa comunitaria, nacional y 
autonómica de aplicación vigente en cada momento. 

 
Los beneficiarios adquirirán también la obligación de no 

tener deudas con ningún GAL de la Región de Murcia. 
 
 
 

Artículo 10. Acciones de difusión y publicidad de las 
ayudas. 
 

1. El beneficiario deberá reconocer, en todas las 
actividades de información y comunicación que lleve a cabo, el 
apoyo del FEADER a la operación mostrando el emblema de la 
Unión y haciendo una referencia a dicho fondo, tal como 
establecen los Reglamentos 808/2014, 809/2014 y 669/2016. 
 

2. Durante la realización de la operación, el beneficiario 
informará al público de la ayuda obtenida del FEADER a través de 
LEADER de acuerdo a las siguientes directrices: 
 

a) Si el beneficiario dispone de sitio web de uso 
profesional, deberá incluir en él una breve descripción de la 
operación, con sus objetivos y resultados, destacando la ayuda 
financiera de la Unión. 
 

b) En el caso de operaciones cuya ayuda sea superior a 
50.000 euros, el beneficiario deberá colocar un panel, de un 
tamaño mínimo A3 o una placa explicativa, con información 
acerca de la operación. Dicho panel destacará la ayuda financiera 
recibida de la Unión, y deberá colocarse en un lugar bien visible 
para el público, como la entrada a un edificio. En el Manual de 
Procedimiento se especificarán las características técnicas y 
contenido del panel y la placa. 
 

c) Se colocará una placa explicativa en las instalaciones 
de los GAL con las referencias a la nueva programación y las 
mismas características técnicas que la placa anterior. 
 

3. Una vez finalizada la inversión, para operaciones 
consistentes en compra de objetos físicos, financiación de una 
infraestructura o trabajos de construcción, el beneficiario 
colocará una cartel o placa permanente de tamaño significativo, 
en el que indicará el nombre y el principal objetivo de la 
operación, destacando la ayuda financiera aportada por la Unión. 
Dicho cartel o placa se instalará en un lugar visible para el público 
y debería de estar colocado siempre previo a la solicitud de pago 
final. 
 

4. Todos los carteles, paneles, placas y sitios web 
incluirán una descripción del proyecto o de la operación, así como 
los logotipos y/o emblemas de la Unión Europea, FEADER y 
LEADER; del Ministerio de Agricultura y Pesca, Alimentación y 
Medio Ambiente (en su caso), y de la Consejería de Agua, 
Agricultura, Ganadería y Pesca de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia y el del GAL. Esta información ocupará como 
mínimo el 25% del cartel, placa o página web. 

En el cartel, placa o panel debe aparecer el importe en 
euros cofinanciado por la Unión Europea y el porcentaje de 
cofinanciación. 
 

5. Las publicaciones tanto impresas (folletos, 
prospectos, boletines...), como digitales o audiovisuales que 
versen sobre medidas y actividades cofinanciadas por FEADER, 
incluirán en el emblema de la Unión y de los demás fondos, 
indicando claramente su participación a través de dicho Fondo. 
 

6. Los sitios web relacionados con FEADER deberán 
mencionar la contribución del Fondo al menos en la página 
principal e incluirán un enlace al sitio web de la Comisión 
dedicado al FEADER. 
 

7. Los incumplimientos en materia de información y 
publicidad por parte de los beneficiarios serán sancionados en 
base a lo establecido en el artículo 13. 
 



Artículo 11. Controles. 
 

1. Se efectuarán controles administrativos de todas las 
solicitudes de ayuda, solicitudes de pago u otras declaraciones 
que presenten o deban presentar los beneficiarios. Dichos 
controles se ajustarán a lo establecido en el artículo 48 del 
Reglamento 809/2014 de la Comisión, e incluirán la revisión sobre 
aquellos procedimientos que puedan derivar en prácticas 
consideradas potencialmente fraudulentas, especialmente en lo 
referente a los procedimientos de contratación pública y de 
moderación de costes. 

 
2. Los controles administrativos de operaciones de 

inversión incluirán al menos una visita inicial (acta de no inicio) 
para comprobar que la misma no ha empezado a realizarse y una 
visita final (acta de certificación) al lugar de la operación objeto 
de ayuda o al emplazamiento de la inversión para comprobar su 
realización. 
 

3. Para las operaciones no programadas incluidas en la 
submedida 19.2, la realización de los controles administrativos se 
delegará en los GAL, según lo establecido en el artículo 60.2 del 
Reglamento 809/2014, a excepción de aquellas solicitudes en los 
que los GAL concurran como beneficiarios, en cuyo caso dichos 
controles serán realizados directamente por el Servicio de 
Diversificación de Economía Rural. Se delegarán los controles 
mediante un acto jurídico formal, previa comprobación de que los 
GAL tienen la capacidad administrativa y de control necesaria 
para desempeñar esas tareas. 

 
No obstante lo anterior, el Servicio de Diversificación de 

Economía Rural supervisará las solicitudes de ayuda controladas 
por los GAL y presentadas en la Dirección General, con la finalidad 
de realizar el informe de subvencionalidad necesario para la 
concesión de la ayuda. 
 

4. Se realizarán controles sobre el terreno y a posteriori 
en base a los artículos 49, 50, 51 y 52 del Reglamento 809/2014, 
de 17 de julio. Estos controles en ningún caso podrán ser 
delegables. 
 

5. El Servicio de Diversificación de Economía Rural 
llevará a cabo controles periódicos generales sobre los propios 
GAL, así como controles específicos derivados de la delegación de 
los controles administrativos por parte del Organismo Pagador, 
incluidos los controles de contabilidad. 
 

6. Se realizarán, además, controles específicos 
correspondientes a cada submedida LEADER, en base a los 
criterios establecidos a la Circular de Coordinación 4/2016 
referente al Plan Nacional de Controles de las ayudas para el 
Desarrollo Rural Participativo (LEADER). 
 

Los controles que se delegarán al GAL incluirán las 
siguientes consideraciones, sin perjuicio de su ampliación o 
reducción en un posterior acto jurídico formal de delegación: 
 

1. El GAL queda sujeto a las disposiciones de control 
establecidas en el Reglamento de Ejecución (UE) n.º 809/2014 de 
la Comisión, de 17 de julio de 2014, en las Circulares de 
Coordinación números 22/2015, 23/2015 y 4/2016, así como en 
el Plan de Controles que anualmente establezca la Dirección 
General de Desarrollo Rural y Forestal. 
 

2. La Dirección General de Fondos Agrarios y Desarrollo 
Rural delegará en el GAL, la realización de las fases de los 
controles administrativos que proceda para expedientes de 
ayuda de proyectos no programados incluidos en la submedida 

19.2, en base al artículo 60.2 del Reglamento 809/2014. Dichos 
controles deberán verificar que la ejecución de los proyectos se 
ajusta a la concesión y a la normativa, sin perjuicio de los 
controles y comprobaciones que, de conformidad con la citada 
normativa, pueda realizar la Dirección General de Fondos 
Agrarios y Desarrollo Rural. Dichos controles delegados incluirán: 
 

a) Los controles administrativos de todas las solicitudes 
de ayuda, solicitudes de pago u otras declaraciones que 
presenten o deban presentar los beneficiarios. Dichos controles 
se ajustarán a lo establecido en el artículo 48 del Reglamento 
809/2014 de la Comisión, e incluirán la revisión sobre aquellos 
procedimientos que puedan derivar en prácticas consideradas 
potencialmente fraudulentas, especialmente en lo referente a los 
procedimientos de contratación pública y de moderación de 
costes. 
 

b) Al menos una visita inicial (acta de no inicio) para 
comprobar que la misma no ha empezado a realizarse y una visita 
final (acta de certificación) al lugar de la operación objeto de 
ayuda o al emplazamiento de la inversión para comprobar su 
realización. 
 

c) Los controles necesarios para comprobar que los 
beneficiarios han cumplido las normas en materia de información 
y publicidad impuestas en el Anexo III del Reglamento de 
Ejecución 808/2014. 
 

d) Controles de incompatibilidad de ayudas de la 
Medida 19 con cualquier otro tipo de ayuda. Cuando se solicite 
una ayuda de dicha medida y se hubieran obtenido otra u otras 
anteriores incompatibles, la resolución de concesión de la primera 
deberá condicionar sus efectos a que el beneficiario presente la 
renuncia a la segunda, que deberá ser aceptada mediante 
resolución expresa de la autoridad competente, así como, en su 
caso, al reintegro de los fondos públicos obtenidos. 
 

Si el GAL tuviese conocimiento de que, con 
posterioridad a la concesión de una ayuda del enfoque “Leader”, 
se concede otra ayuda incompatible, deberá comunicarlo a la 
Consejería de Agua, Agricultura, Ganadería y Pesca, a fin de que 
ponga en marcha el oportuno procedimiento de reintegro, salvo 
que el perceptor final haya presentado la renuncia a la segunda, 
que deberá haber sido aceptada mediante resolución expresa de 
la autoridad competente, así como, en su caso, haya procedido a 
reintegrar los fondos públicos obtenidos. 
 

3. El GAL queda sometido al control y verificación, en 
cuanto a la gestión de las ayudas, de la Comisión Europea, al 
control financiero de la Intervención General de la Comunidad 
Autónoma y a la fiscalización del Tribunal de Cuentas, así como a 
los demás órganos fiscalizadores regionales. Igual sometimiento 
a control tendrán los beneficiarios, debiendo el GAL comunicar a 
aquéllos dicho sometimiento, cuya aceptación será condición 
para el disfrute de la ayuda. 
 

4. Durante los cinco años siguientes al último pago, el 
GAL deberá conservar y, en su caso, poner a disposición de los 
órganos señalados en el apartado anterior, los libros de 
contabilidad y todos los documentos justificativos referidos a los 
gastos realizados y a la efectividad del pago. 
 

Artículo 12. Régimen sancionador. 
 

1. Los beneficiarios de las ayudas estarán sujetos al 
régimen sancionador establecido en los artículos 52 a 69 de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones y en los 
artículos 44 y 45 de la Ley 7/2005, de 18 de noviembre, de 



Subvenciones de la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia. 
 

2. El procedimiento sancionador se tramitará conforme 
a lo dispuesto en la Ley 39/2015 y a los principios de la potestad 
sancionadora incluidos en el Capítulo III de Título Preliminar de la 
Ley 40/2015 de 1 de octubre de Régimen Jurídico del Sector 
Público, con las especialidades establecidas en los artículos 102 y 
103 del Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones, aprobado mediante Real Decreto 
887/2006, de 21 de julio. 
 

3. En relación con los incumplimientos determinados en 
la medida 19, será de aplicación, en base a la Circular de 
Coordinación 4/2016 (Plan nacional de controles de las ayudas 
para el Desarrollo Rural Participativo), la Circular de Coordinación 
23/2015 (Criterios para la aplicación de reducciones, sanciones y 
exclusiones en las medidas de desarrollo rural no establecidas en 
el ámbito del sistema integrado del periodo 2014/2020). 
 

Artículo 13. Incumplimiento de las obligaciones, 
condiciones o compromisos por parte del beneficiario. 
 

1. El incumplimiento por el beneficiario de sus 
obligaciones, condiciones o compromisos podrá conllevar los 
siguientes tipos de penalizaciones: 
 

a) Reducción de la cuantía de la ayuda como diferencia 
entre el importe de la solicitud de pago presentada y el importe 
admisible tras los controles. 
 

b) Sanción que se aplica al importe admisible tras los 
controles. 
 

c) Exclusión de la ayuda y, en determinados casos, del 
derecho a participar en la misma medida o línea de ayuda. 
 

2. Para la tipificación específica de los incumplimientos 
se valorará y evaluará la gravedad, el alcance, la duración, la 
acumulación y reiteración de incumplimientos, así como la 
falsedad, intencionalidad y negligencia del beneficiario. 
 

3. Cuando la detección del incumplimiento se produzca 
en fases anteriores al pago de la ayuda, la reducción o sanción se 
aplicará sobre el importe admisible o elegible previamente 
concedido. En fases posteriores al pago se procederá a la 
revocación del mismo y al inicio de procedimiento de reintegro 
de los pagos indebidamente realizados según lo establecido en el 
artículo 17. 
 

4. Un mismo incumplimiento solo podrá suponer un 
tipo de penalización. 
 

5. La ayuda solicitada se denegará o se retirará en su 
totalidad si no se respetan los criterios de admisibilidad. 
 

6. Cuando una operación presente incumplimientos 
que den lugar a varios tipos de penalizaciones, se aplicarán en 
primer lugar las sanciones y reducciones correspondientes a la 
admisibilidad de los gastos. 
 

6.1. El pago de la ayuda se calculará sobre la base de los 
importes que se consideren admisibles tras los controles 
administrativos. El Servicio de Diversificación de Economía Rural 
examinará las solicitudes de ayuda y de pago presentadas por el 
beneficiario y determinará los importes admisibles. Además, 
fijará: 

 

a) El importe pagadero al beneficiario en función de la 
solicitud de pago y la decisión de concesión (en caso de que el 
primero sea superior al segundo, el importe solicitado se ajustará 
al límite de la concesión). 
 

b) El importe pagadero al beneficiario tras el examen de 
la admisibilidad del gasto que figure en la solicitud de pago. 
 

Si el importe fijado con arreglo a la letra a) supera el 
importe fijado con arreglo a la letra b) en más de un 10%, se 
aplicará una sanción al importe fijado con arreglo a la letra b). El 
importe de la sanción será igual a la diferencia entre esos dos 
importes, pero no irá más allá del importe solicitado. 
 

6.2. La sanción mencionada en el apartado anterior se 
aplicará también a los gastos no admisibles detectados durante 
los controles sobre el terreno. 
 

7. Para el resto de incumplimientos, distintos a los 
derivados de la admisibilidad de los gastos, se aplicará el sistema 
de penalizaciones por incumplimiento de obligaciones 
desarrolladas a partir del artículo 35 del Reglamento Delegado 
(UE) 640/2014 de la Comisión de 11 de marzo de 2014 y del 
artículo 17.3 n) de la Ley General de Subvenciones, basado en el 
principio de proporcionalidad. Dicho sistema se aplicará según las 
tablas y porcentajes relacionadas en el Anexo III de la presente 
Orden. 

 
En caso de detectar múltiples incumplimientos 

incluidos en dicho sistema, para el cálculo de la penalización final 
se aplicará el caso más desfavorable. 
 

8. En la detección de incumplimientos relativos a la 
selección de operaciones, el Servicio de Diversificación de 
Economía Rural procederá a la revisión del informe de control 
administrativo de la puntuación de la solicitud de subvención y de 
la intensidad de subvención resultante. 

 
La nueva puntuación otorgada al expediente como 

consecuencia de la revisión será comparada con los resultados del 
proceso de selección de su convocatoria, de manera que si ésta 
resulta inferior a la de la última solicitud seleccionada con 
concesión de ayuda, el beneficiario perderá por completo el 
derecho a la subvención y estará obligado a la devolución, en su 
caso, de las cantidades indebidamente percibidas. 
 

En caso contrario, podrá mantenerse la vigencia de la 
concesión de subvención, con la intensidad de subvención 
resultante de la revisión y con la aplicación de las penalizaciones 
correspondientes según Anexo III. 
 

9. Ante el incumplimiento de normas relacionadas con 
la contratación pública, se tomarán como referencia los 
porcentajes indicados en el anexo de la Decisión de la Comisión, 
del 19 de diciembre de 2013 (relativa al establecimiento y la 
aprobación de las directrices para la determinación de las 
correcciones financieras que haya de aplicar la Comisión a los 
gastos financiados por la Unión en el marco de la gestión 
compartida, en caso de incumplimiento de las normas en materia 
de contratación pública), relacionados en el Anexo III. 

 
10. No se aplicará ninguna reducción, sanción o 

exclusión en los siguientes supuestos: 
 

a) Cuando el incumplimiento obedezca a causas de 
fuerza mayor, según lo establecido en el artículo 17 de la presente 
Orden. 
 



b) Cuando el incumplimiento obedezca a errores 
obvios. 
 

c) Cuando el incumplimiento obedezca a un error de la 
autoridad competente o de otra autoridad, y si la persona 
afectada por la sanción administrativa no hubiera podido 
razonablemente haber descubierto el error. 
 

d) Cuando el interesado pueda demostrar de forma 
satisfactoria para la autoridad competente que no es responsable 
del incumplimiento de sus obligaciones o si la autoridad 
competente adquiere de otro modo la convicción de que el 
interesado no es responsable. 
 

e) Cuando el beneficiario pueda demostrar a 
satisfacción de la autoridad competente que no es responsable 
de la inclusión del importe no admisible o cuando la autoridad 
competente adquiera de otro modo la convicción de que el 
beneficiario no es responsable de ello. 
 

f) Cuando el incumplimiento sea de carácter menor, 
según defina la Comisión. 
 

g) Otros casos en que la imposición de una sanción no 
sea adecuada, según defina la Comisión. 
 

Artículo 14. Incumplimientos reiterados. 
 

Cuando se constate un incumplimiento reiterado del 
mismo compromiso durante dos años consecutivos se aplicará, 
además de la penalización correspondiente al incumplimiento 
concreto según el artículo anterior, una reducción de la 
subvención concedida del 5% por cada reiteración. En caso de 
incumplimientos reiterados consecutivos durante todo el período 
de durabilidad de las operaciones se aplicará una reducción del 
100% de las subvenciones concedidas y se procederá a su 
revocación y reintegro. 
 

Artículo 15. Incumplimientos intencionados. 
 

1. La intencionalidad de los incumplimientos por parte 
del beneficiario viene contemplada en el anexo 2 de la Circular 
23/2015. Se considerarán incumplimientos intencionados 
aquellos que ponen de manifiesto que el beneficiario ha creado 
artificialmente las condiciones requeridas para la concesión de 
una ayuda para obtener una ventaja contraria a los objetivos de 
la medida en cuestión. 
 

2. En caso de que un beneficiario haya cometido 
intencionadamente el incumplimiento de un compromiso, la 
reducción del importe correspondiente será, como norma 
general, del 20%, aunque el órgano competente, basándose en la 
evaluación del incumplimiento podrá decidir, bien reducir este 
porcentaje hasta un mínimo del 15%, bien aumentarlo hasta un 
máximo del 100%. 
 

3. El Servicio de Diversificación de Economía Rural 
llevará a cabo las actuaciones que considere oportunas para 
determinar si procede la calificación de intencionalidad. 
 

4. Se considerarán indicios las siguientes situaciones: 
 

-Obstáculos reiterados por parte del beneficiario, 
dificultando o impidiendo la realización de los controles. 
 

-La misma irregularidad aparece reiteradamente en 
varias campañas, para el mismo beneficiario. 
 

-Intento de retirar la solicitud por parte del beneficiario, 
una vez que ha sido informado de la intención de efectuar un 
control sobre el terreno o cuando la autoridad competente le ha 
avisado de la existencia de irregularidades. 
 

-Falseamiento en la comunicación de datos: declaración 
de datos falsos en la solicitud, comunicación de fuerza mayor y 
circunstancias excepcionales detectándose que tal hecho no ha 
existido. 
 

-Explotaciones abandonadas. 
 

-Falseamiento de documentos: 
 

.·  Manipulación del formulario de la solicitud. 
 

.·  Manipulación de la documentación que debe 
acompañar a las solicitudes. Se pueden citar entre otros: facturas 
de compra-venta, certificados, licencias, permisos, proyecto… 
 

.·  Manipulación de la documentación que debe estar 
disponible en la empresa beneficiaria de la ayuda. Se pueden citar 
entre otros: contratos de trabajo y libros de contabilidad. 
 

-Falseamiento de la operación objeto de ayuda. 
 

Artículo 16. Suspensión de la ayuda. 
 

1. Podrá suspenderse la ayuda de determinados gastos 
cuando se compruebe la existencia de un incumplimiento que dé 
lugar a una sanción. Se levantará la suspensión en cuanto el 
beneficiario demuestre a satisfacción de la autoridad competente 
que se ha corregido la situación. El período máximo de 
suspensión no podrá exceder de tres meses. No obstante, se 
podrán fijar períodos máximos más cortos en función del tipo de 
operación y del efecto del incumplimiento de que se trate. 
 

2. Solo podrá suspenderse la ayuda cuando el 
incumplimiento no perjudique la consecución del objetivo 
general de la operación de que se trate y si se espera que el 
beneficiario pueda corregir la situación en el período máximo 
fijado. 
 

Artículo 17. Reintegros. 
 

1. Los beneficiarios estarán sujetos al régimen de 
reintegros establecido en los artículos 31 a 37 de la Ley de 
Subvenciones de la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia, y en los artículos 91 a 93 del Reglamento de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, así como 
en el artículo 7 del Reglamento 809/2014, de 17 de julio. 
 

2. Procederá la exigencia de reintegro de las ayudas 
cuando concurra alguna de las causas previstas en los artículos 36 
y 37 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones. 
 

Además, son causas específicas de reintegro de ayudas 
LEADER las siguientes: 
 

a) La renuncia expresa a la ayuda concedida por parte 
del beneficiario. 
 

b) La transmisión de la titularidad de la actividad sin que 
el nuevo titular se subrogue y asuma los compromisos derivados 
de la concesión de las ayudas. 
 



c) La percepción, después de concedidas las ayudas, de 
otras ayudas posteriores que fueren compatibles, cuando se 
supere el coste de la actividad subvencionada, en cuyo caso el 
reintegro se limitará a la devolución del exceso de las cantidades 
percibidas, y se efectuará en los términos establecidos en el 
artículo 34 del Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, aprobado mediante Real 
Decreto 887/2006, de 21 de julio. 
 

d) El incumplimiento de las normas medioambientales 
al ejecutar las inversiones objeto de la subvención. En este 
supuesto, la tramitación del expediente de reintegro exigirá 
previamente que haya recaído resolución administrativa o judicial 
firme, en la que quede acreditado el incumplimiento por parte del 
perceptor final de las medidas en materia de protección del 
medio ambiente a las que viniere obligado. 
 

e) Cuando las inversiones consistan en la adquisición, 
construcción, rehabilitación y mejora de bienes inventariables, el 
incumplimiento de la obligación de destinar los bienes a la 
actividad subvencionada durante un plazo de cinco años. El 
incumplimiento de la obligación de destino se producirá en todo 
caso con la enajenación o el gravamen del bien, quedando el bien 
afecto al pago del reintegro cualquiera que sea su poseedor, salvo 
que resulte ser un tercero protegido por la fe pública registral o 
se justifique la adquisición de los bienes con buena fe y justo título 
o en establecimiento mercantil o industrial, en caso de bienes 
muebles no inscribibles. No se considerará incumplida la 
obligación de destino cuando se dan las circunstancias previstas 
en el artículo 31.5. de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre. 
 

f) Incumplimiento del plazo de inicio y/o finalización de 
la actividad o inversión subvencionada, sin que se haya concedido 
la prórroga del citado plazo. 
 

3. No se exigirá el reintegro en los siguientes casos: 
 

a) Cuando los incumplimientos vengan motivados por 
causa de fuerza mayor. En tales supuestos, los beneficiarios, de 
conformidad con el artículo 4 del Reglamento 640/2014 de la de 
11 de marzo, notificarán por escrito a la autoridad competente 
los casos de fuerza mayor y las circunstancias excepcionales, 
adjuntando las pruebas pertinentes en el plazo de los quince días 
hábiles siguientes a la fecha en que el beneficiario o su 
derechohabiente estén en condiciones de hacerlo. 
 

b) Si el pago ha sido fruto de un error de la propia 
autoridad competente o de otra autoridad y el perceptor final no 
podía detectar razonablemente ese error. No obstante, cuando el 
error obedezca a elementos factuales pertinentes para el cálculo 
del pago correspondiente, sólo se aplicará lo anterior si la 
decisión de recuperación no se ha comunicado en un plazo de 
doce meses a partir del pago. 
 

c) En el supuesto previsto en el apartado 5, cuando no 
fuese posible adaptar los compromisos a la nueva situación. 
 

4. El procedimiento de reintegro se tramitará conforme 
a lo dispuesto en el artículo 36 de la Ley 7/2005, de 18 de 
noviembre, de Subvenciones de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia, y en los artículos 94 a 101 del Reglamento de 
la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, 
aprobado mediante Real Decreto 887/2006, de 21 de julio. 
 

Todo ello sin perjuicio de que, conforme a lo previsto en 
el artículo 32.5 de la Ley 7/2005, de 18 de noviembre, de 
Subvenciones de la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia, pueda efectuarse el reintegro voluntario con el devengo 

de los intereses de demora correspondientes. A tal efecto, el 
perceptor final de las ayudas deberá dirigir un escrito al Consejero 
de Agua, Agricultura, Ganadería y Pesca solicitando la 
correspondiente carta de pago para hacer efectivo el reintegro. 
 

5. En caso de que el perceptor final no pueda seguir 
asumiendo los compromisos suscritos por ser su propiedad 
objeto de una operación de concentración parcelaria o de otras 
intervenciones de ordenación territorial públicas o aprobadas por 
las autoridades competentes, se adoptarán las medidas 
necesarias para adaptar los compromisos a la nueva situación. 
 

6. La resolución por la que se acuerde el reintegro de la 
subvención será adoptada por el titular de la Consejería de Agua, 
Agricultura, Ganadería y Pesca, o persona en quien delegue, 
previa instrucción del expediente en el que, junto a la propuesta 
razonada del centro gestor, se acompañarán los informes 
pertinentes y las alegaciones del beneficiario. 
 

7. La cantidad a reintegrar será la correspondiente a la 
totalidad o parte de las cantidades percibidas por el beneficiario 
más los intereses correspondientes de acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo 7 del Reglamento 809/2014, de 17 de julio. Dicha 
cantidad reintegrada tendrá la consideración de ingresos de 
derecho público. En su caso, la cuantía correspondiente a la 
cofinanciación del Fondo Europeo Agrícola de Desarrollo Rural 
(FEADER) será incluida de nuevo en el cuadro financiero de la 
medida 19 LEADER del Programa de Desarrollo Rural de la Región 
de Murcia 2014-2020 cofinanciado por el FEADER, con el fin de 
financiar otros proyectos. 
 

8. La obligación de reintegrar será independiente de las 
sanciones que, en su caso, resulten exigibles conforme a lo 
dispuesto en el artículo siguiente. 
 

Artículo 18. Causas de fuerza mayor o circunstancias 
excepcionales. 
 

1. Los casos de fuerza mayor o circunstancias 
excepcionales adaptados a las presentes bases reguladoras serán 
los indicados en el artículo 2, apartado 2 del Reglamento 
1306/2013, de 17 de diciembre: 
 

a) fallecimiento del beneficiario; 
 

b) incapacidad laboral de larga duración del 
beneficiario; 
 

c) catástrofe natural grave que haya afectado 
gravemente a la operación; 
 

d) destrucción accidental de los locales ganaderos de la 
explotación; 
 

e) epizootia o enfermedad vegetal que haya afectado a 
una parte o la totalidad del ganado o de los cultivos, 
respectivamente, del beneficiario; 
 

f) expropiación de la totalidad o de una parte 
importante, si esta expropiación no era previsible el día en que se 
presentó la solicitud. 
 

2. El beneficiario o su derechohabiente deberá haber 
notificado por escrito a la Dirección General de Fondos Agrarios y 
Desarrollo Rural los casos de fuerza mayor o las circunstancias 
excepcionales, adjuntando las pruebas pertinentes a satisfacción 
de dicha autoridad, en el plazo de los quince días hábiles 
siguientes a la fecha en que esté en condiciones de hacerlo. 



 
Artículo 19. Gastos subvencionables. 

 
1. De forma general, serán subvencionables aquellos 

gastos derivados de las actuaciones o inversiones encaminadas 
de manera indubitada al cumplimiento de los objetivos marcados 
en cada una de las EDLP seleccionadas, acordes a las acciones 
predefinidas en cada una de ellas, que resulten estrictamente 
necesarios y se hubiesen efectivamente pagado con anterioridad 
a la finalización del plazo de justificación establecido. 
 

2. Los gastos subvencionables para cada una de las 
líneas de acción definidas en las EDLP en base a sus objetivos 
serán concretados por cada uno de los GAL en sus respectivas 
convocatorias de ayuda. 
 

3. Los importes mínimos y máximos de subvención para 
proyectos públicos y privados serán los establecidos en las 
distintas EDLP. 
 

4. En ningún caso el coste de adquisición de los gastos 
subvencionables podrá ser superior al valor de mercado. 
 

5. Será subvencionable el IVA no recuperable según lo 
dispuesto en el artículo 69 del Reglamento 1303/2013. Serán los 
perceptores finales los que deberán acreditar la subvencionalidad 
del IVA. 
 

Artículo 20. Gastos no subvencionables. 
 

1. De forma general, y además de aquellos incluidos en 
cada una de las EDLP, no serán gastos subvencionables para 
ninguna de las submedidas incluidas en las presentes bases 
reguladoras los siguientes: 
 

a) Los intereses deudores de las cuentas bancarias. 
 

b) Intereses, recargos y sanciones administrativas y 
penales. 
 

c) Los gastos de procedimientos judiciales. 
 

d) Las inversiones no contempladas en el artículo 45.2 
del Reglamento 1305/2013. 
 

e) Los realizados con anterioridad a la fecha de 
presentación de la solicitud de ayuda, y en el caso de inversiones, 
al acta de no inicio, con excepción de las siguientes: 
 

- Los gastos generales vinculados los gastos de 
inversión, tales como honorarios de arquitectos, ingenieros y 
asesores, o los relativos al asesoramiento sobre la sostenibilidad 
económica y medioambiental, incluidos los estudios de viabilidad. 
Estos costes no podrán superar el 12% del coste total 
subvencionable de las operaciones de inversión a los que estén 
vinculados y deberán haberse producido como máximo 12 meses 
antes de la fecha de solicitud de la ayuda. 
 

f) El IVA recuperable, y cualquier impuesto, gravamen, 
tasa, gasto de procedimientos judiciales, o gasto de naturaleza 
similar. 
 

g) Los equipos, bienes muebles o maquinaria de 
segunda mano. 
 

h) Los equipos, bienes muebles o maquinaria de simple 
reposición o sustitución, salvo que la nueva adquisición 
corresponda a equipos o maquinaria diferenciada de los 

anteriores, bien por la tecnología utilizada o porque mejore su 
capacidad de producción en un porcentaje superior a un 25%, que 
deberá justificarse presentando un informe de un técnico 
competente o de un organismo debidamente autorizado. 
 

i) Los gastos correspondientes a alquileres. 
 

j) El mantenimiento de bienes muebles e inmuebles, así 
como sus reparaciones o las obras de simple ornamentación. 
 

k) Los gastos corrientes de empresa. 
 

l) Cualquier inversión relacionada con el traslado de 
actividades que esté motivada por la aplicación de una normativa 
de obligado cumplimiento. 
 

m) Los gastos relativos a derechos de traspaso o canon 
de franquicia. 
 

n) Los gastos por adquisición de terrenos serán elegibles 
hasta el límite del 10% del total de los gastos subvencionables. 
Deberán cumplirse los siguientes condicionantes: 
 

– Que se aporte un informe de un tasador 
independiente cualificado o de un organismo debidamente 
autorizado que confirme que el precio de compra no supera el 
valor de mercado. 
 

– Que exista una relación directa entre la compra y los 
objetivos de la operación. 
 

o) Los realizados entre empresas vinculadas ni entre 
familiares de hasta segundo grado de parentesco. 
 

p) Los gastos de amortización de bienes inventariables. 
 

q) Gastos asociados a atenciones protocolarias, 
indemnizaciones por asistencia a reuniones de los órganos de 
decisión del Grupo, y retribuciones de sus cargos. 
 

r) Los gastos de desmontaje y traslado de maquinaria y 
equipos a las nuevas instalaciones. 
 

s) Los pagos en metálico. 
 

t) Las operaciones de formación en materia agrícola no 
serán elegibles si están contempladas y además programadas 
efectivamente en el Plan Anual de Formación de la Consejería de 
Agua, Agricultura, Ganadería y Pesca. 
 

u) De conformidad con la Evaluación Ambiental 
Estratégica del Programa de Desarrollo Rural de la Región de 
Murcia, en ningún caso se podrán conceder las ayudas para la 
financiación en espacios protegidos y lugares de la Red Natura 
2000 de grandes instalaciones deportivas, balnearios y polígonos 
industriales que se localicen fuera de los cascos urbanos. 
 

Artículo 21. Cuantía y pago de las ayudas. 
 

1. De conformidad con el artículo 19.3 de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, el 
importe de las ayudas en ningún caso podrá ser de tal cuantía 
que, aisladamente o en concurrencia con otras subvenciones, 
ayudas, ingresos o recursos, supere el coste de la actividad 
subvencionada. Cuando, tras percibir varias ayudas o 
subvenciones compatibles entre sí, se supere el coste de la 
actividad subvencionada, se procederá en los términos 
establecidos en el artículo 34 del Reglamento de la Ley 38/2003, 



de 17 de noviembre, General de Subvenciones, aprobado 
mediante Real Decreto 887/2006, de 21 de julio. 
 

2. Las ayudas no tendrán la consideración de ayudas de 
estado. Cuando el beneficiario de la subvención sea una empresa 
o una entidad que realice una actividad económica, estará sujeta 
a los límites establecidos en el Reglamento (UE) 1407/2013 de la 
Comisión, de 18 de diciembre de 2013, relativo a la aplicación de 
los artículos 107 y 108 del Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea a las ayudas de minimis, en cuyo artículo 3 se indica que 
el importe total de las ayudas de minimis concedidas por un 
mismo Estado miembro a un único beneficiario no podrá superar 
los 200.000 euros durante cualquier periodo de tres ejercicios 
fiscales. La Dirección General de Fondos Agrarios y Desarrollo 
Rural será la responsable de llevar el control del cumplimiento del 
límite establecido. Los proyectos no productivos no tendrán que 
acogerse al principio de minimis. 
 

3. Los GAL establecerán en sus convocatorias los 
importes máximos a percibir por proyecto o beneficiario en una 
misma convocatoria que, en su caso, coincidirán con los 
establecidos en sus respectivas EDLP. En todo caso para 
proyectos productivos deberá respetarse el principio de minimis 
al que se refiere el apartado anterior. 
 

4. En términos generales, para proyectos no 
programados se podrá financiar como máximo el 70% del gasto 
subvencionable según lo establecido en el Programa de 
Desarrollo Rural de la Región de Murcia 2014-2020. Podrá 
financiarse hasta el 90% de los gastos subvencionables para 
proyectos no productivos de promotores privados y el 100% de 
los gastos subvencionables para proyectos no productivos de 
promotores públicos y proyectos propios de grupo. 
 

5. El pago de las ayudas se realizará sobre los gastos 
considerados subvencionables, efectivamente realizados y 
debidamente justificados. Solo se considerarán como justificados 
aquellos gastos cuyo pago esté debidamente acreditado por el 
beneficiario. No obstante lo anterior, el importe a abonar vendrá 
determinado por la aplicación, en su caso, de las reducciones y 
exclusiones establecidas en el Reglamento 809/2014 de la 
Comisión de 17 de julio de 2014, por el que se establecen 
disposiciones de aplicación del Reglamento (UE) n.º 1306/2013 
del Parlamento Europeo y del Consejo en lo que se refiere al 
sistema integrado de gestión y control, las medidas de desarrollo 
rural y la condicionalidad. 
 

6. En ningún caso podrá pagarse la ayuda a los 
solicitantes que no se hallen al corriente de sus obligaciones 
fiscales frente a la Agencia Tributaria y la Hacienda Regional y de 
sus obligaciones frente a la Seguridad Social, así como a los que 
tengan deudas pendientes con los GAL. La comprobación de tales 
extremos se efectuará de oficio por el personal del Servicio de 
Diversificación de Economía Rural, mediante la obtención de los 
oportunos certificados telemáticos, en el momento 
inmediatamente anterior a emitirse la propuesta de Orden de 
pago. A tal efecto, los solicitantes podrán optar por la 
autorización a la Dirección General de Fondos Agrarios y 
Desarrollo Rural para la obtención telemática de tales 
certificados, o bien podrán denegar su consentimiento en la 
solicitud, debiendo en tal caso aportar ellos mismos los 
certificados correspondientes en el momento de presentar 
aquélla. 
 

Cuando los certificados pongan de manifiesto que el 
solicitante no se encuentra al corriente de sus obligaciones 
tributarias o frente a la Seguridad Social, se le concederá el 
trámite de audiencia. 

 
Artículo 22. Tareas de las partes en la submedida 19.2, 

proyectos no programados. 
 

1. Tareas exclusivas del GAL: 
 

a) Generar la capacidad de los agentes locales para 
desarrollar y llevar a la práctica las operaciones, también 
fomentando sus capacidades de gestión de proyectos. 
 

b) Diseñar un procedimiento no discriminatorio y 
transparente de selección y criterios objetivos de selección de las 
operaciones que eviten conflictos de intereses, garanticen que 
por lo menos el 50% de los votos en las decisiones de selección 
provengan de socios que no sean autoridades públicas, y 
permitan efectuar la selección por procedimiento escrito. 
 

c) Garantizar la coherencia con la estrategia de 
desarrollo local participativo al seleccionar las operaciones, 
ordenándolas por prioridades según su contribución a la 
consecución de los objetivos y las metas de esa estrategia. 
 

d) Preparar las convocatorias de propuestas o un 
procedimiento continúo de presentación de proyectos, inclusive 
definiendo los criterios de selección. 
 

e) Recibir, registrar y evaluar las solicitudes de ayuda y 
pago, que les corresponda de acuerdo a estas bases. Requerir, 
cuando proceda, la documentación a los solicitantes. 
 

f) Presentar las solicitudes recibidas a la Administración. 
 

g) Proponer la selección de las operaciones de acuerdo 
con los criterios de selección definidos, proponer el importe de la 
ayuda de acuerdo con los controles administrativos delegados y, 
cuando proceda, presentar las propuestas al organismo 
responsable de la verificación final de la subvencionabilidad antes 
de la aprobación. 
 

h) Hacer un seguimiento de la puesta en práctica de la 
EDLP y de las operaciones subvencionadas y llevar a cabo 
actividades de evaluación específicas vinculadas a esa estrategia. 
 

i) Realizar los controles administrativos a las solicitudes 
de acuerdo con la delegación practicada al efecto. 
 

j) Realizar el dictamen de elegibilidad e informe de 
viabilidad, cuando proceda. 
 

2. Tareas compartidas del GAL y la Administración: 
 

a) La promoción y publicidad de las ayudas LEADER. 
 

b) Proponer y publicar las convocatorias, de acuerdo 
con lo establecido en este artículo. 
 

c) La convocatoria de la submedida 19.2 en el caso de 
proyectos no programados. 
 

3. Tareas exclusivas de la Administración: 
 

a) Realizar la supervisión de los controles 
administrativos y realizar el informe de subvencionabilidad 
correspondiente. 
 

b) La realización de los controles sobre el terreno y a 
posteriori. 
 



c) La realización de los controles específicos a los GAL. 
 

d) Recibir y registrar las solicitudes de ayuda y pago, los 
informes de evaluación y cualquier documento recibido del GAL. 
 

e) La concesión y pago de las ayudas LEADER. 
 

f) La autorización de modificaciones de las órdenes de 
concesión y pago de las ayudas LEADER. 
 

g) La notificación a los interesados de los actos 
administrativos que se deriven del procedimiento y sean 
preceptivos de notificar. 
 

Artículo 23. Los GAL en los proyectos no programados 
de la submedida 19.2. 
 

1. Los GAL actuarán en la gestión de las ayudas para 
proyectos no programados incluidas en la submedida 19.2 del 
PDR de la región de Murcia 2014-2020 en el ámbito territorial 
definido por la EDLP que gestionen. 
 

2. Además de las funciones mencionadas en el artículo 
34.3 del Reglamento 1303/2013, los GAL realizarán los controles 
de las solicitudes de ayuda y de pago delegados por la Dirección 
General de Fondos Agrarios y Desarrollo Rural. 
 

3. Los GAL garantizarán el principio de publicidad de sus 
respectivas EDLP mediante la ejecución de los planes de 
comunicación incluidos en las mismas. 
 

4. El equipo técnico del GAL prestará un servicio de 
información, asesoramiento y acompañamiento individualizado a 
los promotores de proyectos, recibiéndolos en sus dependencias 
o desplazándose al lugar solicitado en los casos que así se 
requiera. 
 

5. Los GAL incorporarán una gestión informatizada que 
garantice una mayor eficiencia en la gestión de los expedientes. 
 

6. Los GAL facilitarán a la Autoridad de Gestión, cada vez 
que así se requiera y con una periodicidad mínima anual, los datos 
necesarios para garantizar el control y seguimiento del PDR. 
Durante el primer trimestre de cada año, el gerente del GAL 
remitirá a la Dirección General la información suficiente para 
elaborar el informe de ejecución periódico del PDR y, en concreto, 
toda la información relacionada con las solicitudes recibidas. 
 

7. Los GAL serán responsables de velar en primera 
instancia de la correcta aplicación de los fondos públicos, de 
prevenir y controlar las irregularidades que pudieran producirse 
en la gestión y ejecución de las ayudas reguladas en el presente 
Capítulo, así como de comunicar a la Dirección General de Fondos 
Agrarios y Desarrollo Rural las irregularidades detectadas en el 
momento que sean conocidas por ellos, en el ámbito de sus 
competencias. 
 

Artículo 24. Modificación de la resolución de concesión 
de ayudas y reformulación de las solicitudes. 
 

1. La alteración de las condiciones tenidas en cuenta 
para la concesión de la ayuda o su falseamiento, la obtención de 
otras aportaciones concurrentes, así como el resto de supuestos 
previstos en el ordenamiento que sean de aplicación, podrán dar 
lugar a la modificación de la resolución de la concesión de ayuda. 
 

2. Asimismo podrá modificarse la resolución a solicitud 
del interesado si no se desvirtúa el procedimiento de concesión 

ni la finalidad de la ayuda, y siempre que no se dañe a terceros y 
sea administrativa y materialmente factible. En su caso, la 
modificación será aprobada expresamente por la Dirección 
General de Fondos Agrarios y Desarrollo Rural. 
 

3. Las solicitudes de modificación de concesión, 
incluidas los reajustes de anualidades, que afecten a las 
inversiones a realizar en el año en curso se presentarán ante el 
GAL antes del 30 de septiembre. El Gerente del GAL deberá 
emitir un informe-propuesta sobre la solicitud recibida, que 
presentará dentro de los 10 días desde su recepción, ante la 
Dirección General competente. 

 
4. La modificación de la resolución se efectuará previa 

audiencia al interesado cuando ello resulte procedente 
conforme al artículo 82 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre. 
 

4. No será necesario modificar la resolución, aunque se 
necesitará autorización previa del GAL, en el caso de que este no 
sea el beneficiario, para modificaciones entre conceptos de gasto, 
siempre que no se modifique el importe total concedido y siempre 
que ninguno de los conceptos se incremente más del 15% respecto 
a la resolución. Para incrementar un concepto por encima de este 
límite, hará falta autorización previa de la Dirección General de 
Fondos Agrarios y Desarrollo Rural. La compensación, en 
cualquier caso, deberá respetar el principio de moderación de 
costes. 
 

5. Durante la ejecución de un proyecto el beneficiario 
de las ayudas podrá plantear por escrito modificaciones en el 
mismo siempre que se presente, dentro del plazo de ejecución 
fijado, solicitud de modificación en el modelo oficial establecido 
en el Manual de Procedimiento. Las modificaciones de los 
proyectos no programados de la submedida 19.2 se presentarán 
al GAL. 
 

6. El Gerente del GAL emitirá un informe-propuesta 
sobre las modificaciones planteadas. El informe solo podrá ser 
favorable cuando la modificación no implique un incremento del 
presupuesto inicialmente aprobado, una alteración de los 
objetivos perseguidos con el proyecto ni una alteración de la 
concurrencia competitiva. Dicho informe se comunicará a la 
Dirección General de Fondos Agrarios y Desarrollo Rural para que 
por su titular resuelva mediante acuerdo motivado, sobre la 
admisión o no de las modificaciones planteadas. Dicha resolución 
será notificada al GAL para que éste lo notifique a los 
beneficiarios. 
 

7. Cuando la subvención tenga por objeto la 
financiación de actividades a desarrollar por el solicitante y el 
importe de la subvención de la propuesta de resolución 
provisional sea inferior al que figura en la solicitud presentada, se 
podrá instar del beneficiario, la reformulación de su solicitud para 
ajustar los compromisos y condiciones a la subvención otorgable. 
 

8. La solicitud reformada se someterá de nuevo a la 
consideración del órgano evaluador y, una vez que merezca su 
conformidad, se formulará la propuesta de resolución definitiva 
que será remitida, con todo lo actuado, al órgano competente 
para que dicte la resolución. 
 

10. En cualquier caso, la reformulación de solicitudes 
deberá respetar el objeto, condiciones y finalidad de la 
subvención, así como los criterios de valoración establecidos 
respecto de las solicitudes o peticiones. 
 
 
 



 
Artículo 25. Modificación y retirada de solicitudes. 

 
1. Se presentarán como máximo un mes antes de que 

acabe el plazo de ejecución de la actividad, en el GAL, dónde se 
presentaron las solicitudes. 
 

2. Las solicitudes de ayuda, las solicitudes de pago y el 
resto de declaraciones se someterán a una revisión para la 
detección de omisiones o inconsistencias. En casos de omisiones 
o inconsistencias, una vez comprobado que no son debidas a 
errores de la Administración, será de aplicación el artículo 68 de 
la Ley 39/2015 del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. 
 

3. Podrán corregirse y modificarse en cualquier 
momento después de su presentación siempre que se trate de 
errores obvios reconocidos por las autoridades competentes 
sobre la base de una evaluación global del caso concreto y 
siempre que el beneficiario haya actuado de buena fe. La 
autoridad competente solamente podrá reconocer errores 
manifiestos cuando estos puedan detectarse directamente en un 
control administrativo de la información que figure en los 
documentos presentados. El Anexo IV recoge, a título orientativo, 
el procedimiento de detección y valoración del error obvio. 
 

4. Se podrán retirar total o parcialmente, en cualquier 
momento por escrito. El órgano competente procederá al registro 
de tal retirada. No obstante, cuando la autoridad competente 
haya informado al beneficiario de la existencia de irregularidades 
en los documentos mencionados o le haya avisado de su 
intención de efectuar un control sobre el terreno o cuando un 
control sobre el terreno haya puesto de manifiesto 
posteriormente irregularidades, no se permitirá retirar las partes 
afectadas por dichas irregularidades. Las retiradas pondrán a los 
beneficiarios en la situación en que se encontraban antes de la 
presentación de los documentos en cuestión o de parte de ellos. 
 

Artículo 26. Transmisión de la actividad 
subvencionada. 
 

1. Cuando durante el periodo de ejecución de un 
compromiso adquirido como condición para acceder a una ayuda, 
el beneficiario transmitiera total o parcialmente a otra persona la 
titularidad de la actividad subvencionada, el nuevo titular podrá 
asumir los compromisos y obligaciones derivados de la concesión 
de la ayuda, siempre que cumpla las condiciones y requisitos para 
ser beneficiario. 
 

De no asumirse los compromisos y obligaciones por el 
nuevo titular, el beneficiario estará obligado a reembolsar las 
ayudas percibidas, salvo que se acredite causa de fuerza mayor 
en los términos establecidos en el artículo 17 de la presente 
Orden. 
 

2. La asunción de los compromisos por el nuevo titular 
de la actividad requerirá la presentación por este de una solicitud 
de subrogación, sujeta al modelo oficial establecido en el Manual 
de Procedimiento, que se acompañará de la documentación 
exigida por esta. 
 

3. El gerente del GAL emitirá un informe-propuesta que 
se comunicará a la Dirección General de Fondos Agrarios y 
Desarrollo Rural para proceder a la autorización que dé 
conformidad a la misma en caso de ser favorable. 
 
 
 

 
Artículo 27. Régimen de notificaciones. 

 
Las notificaciones se practicarán de conformidad con el 

capítulo II del título III de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas. 
 

Artículo 28. Moderación de costes. 
 

1. Los presupuestos de las inversiones o actuaciones 
para las que se solicita ayuda deberán ajustarse a los precios de 
mercado, sin que puedan ser superiores en ningún caso. 
 

2. El principio de moderación de costes deberá 
respetarse en todos los expedientes de ayuda y se determinará 
de conformidad con alguno de los siguientes métodos, según lo 
establecido en el artículo 48.2.e) del Reglamento 809/2014: 
 

a) Como norma general, el solicitante deberá presentar 
tres ofertas de diferentes proveedores, salvo que por las 
especiales características de los gastos subvencionables no exista 
en el mercado suficiente número de entidades que los realice, 
presten o suministren. En este supuesto, para la inequívoca 
justificación de esta circunstancia deberá presentar una memoria 
motivada argumentado las razones y la imposibilidad de 
presentación de las tres ofertas. La elección entre las mismas la 
realizará el solicitante conforme a criterios de eficiencia y 
economía. De no elegir la oferta económica más ventajosa, 
deberá presentar una memoria que expresamente justifique la 
elección por la que opte. Las ofertas presentadas deberán 
desglosar claramente las distintas acciones para las que se solicita 
ayuda así como sus importes correspondientes. 
 

b) Mediante un Comité de Evaluación de moderación de 
costes creado en el ámbito de cada GAL para identificar gastos 
susceptibles de ser limitados en los procesos previos a la 
resolución de las concesiones de ayuda. La composición del 
referido Comité deberá ser puesta en conocimiento de la 
Autoridad de Gestión para su adveración previamente al inicio de 
cualquier actuación. En el caso de que el GAL sea el beneficiario 
de las ayudas, el citado Comité estará compuesto por 
funcionarios de la Dirección General de Fondos Agrarios y 
Desarrollo Rural. 
 

c) Mediante el uso de costes de referencia o baremos de 
precios máximos, que deben ser aprobados por la Consejería. En 
el caso de utilizar tarifas o precios de referencia, estos deberán 
proceder de bases de datos de las que se hayan verificado que las 
mismas son acordes al mercado o utilizadas con arreglo a otras 
normas específicas. 
 

3. El Servicio de Diversificación de Economía Rural 
podrá comprobar con anterioridad a la concesión de la ayuda el 
valor de mercado de los gastos subvencionados en base al 
artículo 27 de la Ley 7/2005, de 18 de noviembre, de 
Subvenciones de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia 
y del artículo 60 del Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, aprobado mediante Real 
Decreto 887/2006, de 21 de julio, pudiendo utilizar los valores 
resultantes para el cálculo de la ayuda. 
 

4. El Servicio de Diversificación de Economía Rural 
podrá proponer minoraciones económicas en los casos en los que 
el resultado del proyecto o actuación no cumpla las 
características técnicas aprobadas en fase de concesión, o porque 
las acciones realizadas no coincidan con las descritas en la 
resolución de concesión. Dicha minoración, debidamente 



motivada, se concretará en la correspondiente Orden de 
Modificación de Concesión. 
 

Artículo 29. Autorizaciones ambientales. 
 

Si la legislación nacional o autonómica en materia 
ambiental requiere el sometimiento del proyecto a algún 
procedimiento reglado de evaluación ambiental, este debe 
disponer de la correspondiente declaración, informe o resolución 
de impacto ambiental positiva, antes de la solicitud de pago de la 
ayuda. 
 

Si se requiere autorización ambiental autonómica 
(autorización ambiental integral o autorización ambiental 
sectorial), deberá disponer de las correspondientes resoluciones 
de autorización, antes de la solicitud de pago de la ayuda. 
 

En ambos supuestos, se incorporarán los 
correspondientes condicionantes impuestos por éstas al 
expediente. 
 

Artículo 30. Convocatoria de las ayudas de la 
submedida 19.2, proyectos no programados. 
 

1. El proceso de aprobación de la convocatoria de 
proyectos no programados de la submedida 19.2 es el siguiente: 
 

Una vez aprobada la convocatoria por el órgano 
competente de cada GAL, éste remitirá, en el plazo de quince días 
a contar desde el siguiente a su aprobación, copia de la misma a 
la Dirección General de Fondos Agrarios y Desarrollo Rural, que 
dentro del mes siguiente a su recepción la examinará a efectos de 
comprobar que se ajusta a la normativa de aplicación, pudiendo 
su titular acordar su devolución al Grupo para que, en el plazo que 
a tal efecto se establezca, acorde con las características del 
proyecto, realice los ajustes que sean necesarios. El plazo de 
presentación de convocatorias por parte de los GAL a la Dirección 
General de Fondos Agrarios y Desarrollo Rural será de un mes 
desde la publicación de las presentes bases reguladoras en el 
BORM. 
 

La copia de la convocatoria deberá acompañarse de 
copia del acuerdo por el que se adopte o bien copia del acta de la 
sesión en la que se haya adoptado el acuerdo o certificado del 
mismo. 
 

Una vez aceptada la convocatoria por la Dirección 
General de Fondos Agrarios y Desarrollo Rural, ésta la remitirá al 
Secretario General de la Consejería de Agua, Agricultura, 
Ganadería y Pesca, que dispondrá su publicación en el “Boletín 
Oficial de la Región de Murcia”, debiendo asimismo publicarse en 
los Tablones de Anuncios de los socios, incluidos los 
Ayuntamientos del GAL de su ámbito territorial de aplicación. 
 

2. La citada convocatoria tendrá, como mínimo, el 
siguiente contenido: 
 

a) Una referencia a la normativa por la que se rigen las 
ayudas. 
 

b) Objeto, condiciones y finalidad de la concesión de las 
ayudas. 
 

c) Cuantía total máxima que se destina a la concesión 
de las ayudas y créditos presupuestarios a los que se imputan, 
debiendo, en aquellas medidas en las que puedan ser perceptores 
finales tanto las personas físicas o jurídicas de Derecho Privado 

como los Ayuntamientos, destinar importes distintos para uno y 
otro tipos de perceptores finales. 
 

d) Expresión de que la concesión se efectúa mediante 
un régimen de concurrencia competitiva, indicándose que, en 
aquellas medidas en las que puedan ser perceptores finales tanto 
las personas físicas o jurídicas de Derecho Privado como los 
Ayuntamientos, se tramitarán procedimientos de concesión 
separados para cada uno de esos dos tipos de beneficiarios. 
Tendrá la consideración de concurrencia competitiva el 
procedimiento en el que la concesión de las ayudas se realiza 
mediante la comparación de las solicitudes presentadas en base 
a la puntuación obtenida según los criterios de valoración que se 
establezca en la convocatoria, adjudicando las ayudas a aquellas 
solicitudes que obtengan una mayor valoración. 
 

e) Requisitos para solicitar las ayudas y forma de 
acreditarlos. 
 

f) Indicación de los órganos competentes para la 
tramitación y resolución del procedimiento. 
 

g) Lugar, forma y plazo de presentación de las 
solicitudes, y documentación que ha de presentarse junto a las 
mismas. 
 

h) Composición del órgano encargado de la evaluación 
y criterios para llevarla a cabo. 
 

i) Recursos que puedan interponerse contra el acuerdo 
de resolución del procedimiento. 
 

j) Medios de notificación de los acuerdos y decisiones 
que se adopten. 
 

k) Criterios de reparto del remanente de crédito, si lo 
hubiese, de aquellas medidas en las que exista éste a aquellas 
otras en las que existan solicitudes que hubieran sido 
desestimadas por insuficiencia de crédito. 
 

3. Los GAL deberán establecer en las convocatorias 
sistemas de registro adecuados de la documentación, que 
deberán cumplir los siguientes requisitos: 
 

a) Hacer constar de manera fidedigna la fecha y hora 
exactas en las que se produzca la presentación de la 
documentación. 
 

b) Hacer entrega a los interesados de un recibo en el 
que se reflejen tales extremos, admitiéndose como tal una copia 
sellada en la que figure la fecha y hora de presentación. 
 

c) Garantizar la seguridad, integridad y conservación de 
los datos registrados. 
 

Artículo 31. Plazos y prórrogas. 
 

1. Las convocatorias de ayudas para la submedida 19.2, 
proyectos no programados, establecerán los plazos de 
presentación de solicitudes y de inicio y ejecución de las 
actuaciones. 
 

2. Para los proyectos incluidos en la submedida 19.2 los 
plazos de ejecución variarán en función de la naturaleza y 
necesidades del proyecto objeto de ayuda, con un máximo de 24 
meses. 
 



3. Los plazos establecidos en las concesiones de ayuda 
podrán prorrogarse, a solicitud del interesado, en la que deberá 
indicarse el motivo que justifique la misma. La prórroga no 
podrá exceder de la mitad del plazo previsto inicialmente, si las 
circunstancias lo aconsejan y no se perjudican derechos de 
terceros. La solicitud de prórroga se presentará ante el GAL y 
deberá producirse, en todo caso, antes del vencimiento del plazo 
y según el modelo oficial incluido en el manual de 
procedimiento. 
 

La solicitud de prórroga deberá presentarse antes del 
30 de septiembre y se tramitará como una modificación de 
concesión. 
 

El Gerente del GAL, a la vista de la naturaleza de las 
inversiones a realizar, el plazo inicialmente fijado y cualquier 
otro extremo que considere oportuno, emitirá un informe-
propuesta, que comunicará dentro de los 10 días desde su 
recepción, a la Dirección General, para que por el órgano 
competente se decida sobre la misma. 
 

La resolución por parte del órgano competente 
quedará supeditada a la existencia de crédito adecuado y 
suficiente para atender la misma. 
 

4. La decisión sobre la prórroga corresponde adoptarla 
a la Directora General de Fondos Agrarios y Desarrollo Rural. 
 

Capítulo II 
 

Submedida 19.2 
 

Procedimiento: proyectos no programados en las EDLP 
 

Artículo 32. Beneficiarios. 
 

1. Podrán ser beneficiarios de las ayudas para proyectos 
no programados en las EDLP aquellos que, no estando incursos en 
las circunstancias que impiden obtener la condición de 
beneficiario (artículo 18 de la presente Orden), se encuadran 
como: 
 

1.1. Promotores públicos, entendidos como entidades 
de derecho público. 
 

1.2. Promotores privados, entendidos como personas 
de derecho privado. Se considerarán también promotores 
privados las personas de derecho público de base asociativa 
privada, como las comunidades de regantes o los consejos 
reguladores de las indicaciones de calidad. 
 

1.3. Los GAL. 
 

1.4. Personas físicas o jurídicas. 
 

2. Cuando el beneficiario sea una sociedad civil, su 
constitución deberá constar en escritura pública y deberá haber 
obtenido un número de identificación fiscal (NIF) propio. 
 

3. En el caso de las personas físicas, será requisito 
indispensable para ser beneficiario de ayudas haber cumplido 18 
años en el momento de la solicitud, lo que se comprobará en el 
momento de presentarla. 
 

4. De acuerdo a lo expresado en el artículo 34 apartado 
4 del Reglamento 1303/2013, los GAL podrán ser beneficiarios de 
esta submedida. Los GAL podrán concurrir a las convocatorias de 

ayuda mediante proyectos propios de grupo, en las modalidades 
definidas en el artículo 3 apartado 2 de la presente Orden. 
 

5. Los GAL definirán en sus convocatorias los tipos de 
empresa que podrán ser beneficiarias de las ayudas según las 
definiciones y términos regulados en el Anexo I del Reglamento 
(UE) n.º 651/2014, de 17 de junio, por el que se declaran 
determinadas categorías de ayuda compatibles con el mercado 
interior, de conformidad con los artículos 107 y 108 el Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea. 
 

Artículo 33. Inicio del procedimiento de concesión de 
las ayudas. 
 

1. Se establece un procedimiento de concesión de 
ayudas mediante una convocatoria abierta. Las convocatorias 
aprobadas por los 4 GAL serán presentadas a la Dirección General 
en el plazo máximo de un mes, desde la publicación de las 
presentes bases reguladoras en el BORM. Tal y como establece el 
artículo 14 de la Ley 39/2015, los GAL estarán obligados a 
relacionarse a través de medios electrónicos con las 
Administraciones Públicas. 
 

El extracto de las convocatorias será publicado por 
conducto de la Base de Datos Nacional de Subvenciones en el 
Boletín Oficial de la Región de Murcia, de acuerdo con el 
procedimiento establecido en el artículo 20.8 de la Ley 38/2003, y 
con el contenido necesario que exige el artículo 17 de la Ley 
7/2005, de 18 de noviembre, de Subvenciones de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia. 
 

2. De conformidad con el artículo 22 de la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, General de Subvenciones, el procedimiento 
de concesión de las ayudas se tramitará en régimen de 
concurrencia competitiva en el ámbito de cada EDLP y de acuerdo 
con los principios de publicidad, objetividad, transparencia, 
igualdad y no discriminación. 
 

3. La convocatoria se abrirá por la totalidad del crédito 
destinado a la submedida 19.2, proyectos no programados, para 
cada EDLP, supeditando la parte correspondiente de reserva al 
examen de rendimiento de 2019. El plazo de presentación de 
solicitudes se abre con la publicación de la convocatoria de cada 
GAL y finaliza el 15 de enero de 2018 y el 20 de diciembre de los 
años 2018, 2019 y 2020. 
 

4. Se contemplará un procedimiento de concurrencia 
anual de cada periodo de solicitudes, y se fijan las fechas del 15 
de abril de 2018 y 20 de marzo de los años 2019, 2020 y 2021, 
como límite para la presentación de expedientes, por parte de los 
GAL, en la Dirección General de Fondos Agrarios y Desarrollo 
Rural. 
 

El plazo máximo de resolución será de seis meses desde 
la fecha de finalización de presentación de solicitudes, siendo el 
silencio desestimatorio. El importe máximo a otorgar en cada 
convocatoria será el remanente de la convocatoria 
inmediatamente anterior. No se puede convocar el crédito que 
pudiera estar afectado por la reserva de rendimiento impuesta 
por la UE. 
 

5. En el siguiente proceso selectivo, junto a las nuevas 
solicitudes, podrán entrar en concurrencia las desestimadas por 
insuficiencia de crédito, respetando los porcentajes destinados a 
proyectos públicos y privados previstos en la propia convocatoria, 
en cuyo caso se incorporaría de oficio el expediente salvo que el 
beneficiario manifieste lo contrario, no teniendo que volver a 



realizar todos los trámites administrativos previos. Esto implicaría 
la renuncia al proceso selectivo anterior. 
 

6. La convocatoria contemplará también tres meses 
durante los cuales se podrán presentar solicitudes de pago al año, 
que serán los meses de enero, mayo y septiembre de cada año, 
teniendo excepcionalmente como fecha límite de presentación de 
solicitudes de pago el mes de mayo de 2023. 
 

Los pagos estarán supeditados a las disponibilidades 
presupuestarias existentes y a los cuadros financieros anuales. En 
la convocatoria deberá indicarse la posibilidad de redotación del 
crédito disponible por parte de la Consejería de Agua, Agricultura, 
Ganadería y Pesca. La redotación deberá ser autorizada por el 
titular de la Dirección General de Fondos Agrarios y Desarrollo 
Rural. 
 

7. Una vez realizado el proceso selectivo de la última 
concurrencia de la convocatoria, se creará una lista de espera 
única por medida, que incluirá todos los expedientes que en 
alguno de los procesos selectivos de la convocatoria, incluida la 
última, hubiesen sido desestimados por insuficiencia de crédito. 
Los expedientes se ordenarán por la puntuación obtenida en el 
proceso de baremación. En caso de que varios expedientes 
obtengan la misma puntación se ordenaran por orden de 
registro de entrada de la solicitud de ayuda. 
 

8. Si existiera crédito remanente disponible por 
renuncias, no ejecución total, u otro motivo similar, se procederá 
a conceder la ayuda a los distintos beneficiarios siguiendo el 
orden de prelación establecido en la lista de espera única citada 
en el apartado anterior. Las concesiones se realizarán una vez se 
disponga de crédito suficiente para atenderlas en su totalidad. 
Sólo se realizarán concesiones parciales si el beneficiario las 
acepta comprometiéndose a la ejecución total del proyecto, 
renunciando al resto del crédito no disponible. 
 

Artículo 34. Instrucción del procedimiento. Fase de 
concesión. 
 

1. Las solicitudes de ayuda para proyectos no 
programados de la submedida 19.2 se presentarán al GAL para su 
evaluación, a través de su registro, que deberá cumplir los 
requisitos establecidos en el artículo 30, apartado 3 de la 
presente Orden. El lugar de presentación será el que cada uno de 
los GAL designe en la convocatoria. La solicitud deberá 
acompañarse de la documentación que se establezca en la 
convocatoria. 
 

El GAL deberá mandar una relación y copia de todas y 
cada una de las solicitudes presentadas a la Dirección General de 
Fondos Agrarios y Desarrollo Rural, con una carencia de un mes 
desde la apertura del plazo de presentación de solicitudes de cada 
proceso selectivo. En esta relación incluirá las solicitudes 
formuladas por el propio GAL. El envío se realizará 
electrónicamente a la Dirección General de Fondos Agrarios y 
Desarrollo Rural a través de la Consejería de Agua, Agricultura, 
Ganadería y Pesca, en cualquiera de los lugares señalados en el 
artículo 16 de la Ley 39/2015 del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas. 
 

2. Una vez recibida la solicitud, el GAL procederá a 
realizar los controles administrativos delegados, incluida la visita 
de “no inicio” (en caso de inversiones) y todo el control necesario 
para completar el expediente, incluidos los requerimientos en el 
caso de que la solicitud o la documentación no reúna los 
requisitos exigidos. El Gerente del GAL requerirá al solicitante 
mediante hecho fehaciente en el que se constate la fecha de aviso 

y notificación practicada, para que, en el plazo de diez días a 
contar desde el siguiente a la recepción de la notificación, 
subsane los defectos de que adolezcan o aporte los documentos 
preceptivos, advirtiéndole de que, si así no lo hiciera, se 
propondrá proceder al archivo de la solicitud. El informe del GAL 
por el que se propone el archivo debe estar motivado. 
 

A la vista del informe anterior, el Jefe de Servicio de 
Diversificación de Economía Rural propondrá el archivo, en su 
caso, a la Directora General de Fondos Agrarios y Desarrollo Rural, 
que resolverá. 
 

La notificación a los GAL del archivo será practicada por 
la Dirección General de Fondos Agrarios y Desarrollo Rural, contra 
la que cabe recurso de alzada ante el Consejero de Agua, 
Agricultura, Ganadería y Pesca 

 
En los expedientes que tengan por objeto la realización 

de inversiones en bienes inmuebles, se girará, por el personal 
técnico del GAL, visita de inspección al lugar previsto para la 
realización de las mismas, a fin de levantar acta de “no inicio” de 
las inversiones, de la que se entregará una copia al solicitante. En 
aquellas acciones en las que, por sus propias características, no 
sea posible el levantamiento de acta de “no inicio” (cursos, actos, 
publicaciones, estudios, inversiones inmateriales y similares), 
deberá quedar suficientemente acreditado que la acción no se 
había iniciado con anterioridad a la solicitud de ayuda y, en su 
caso, se realizará el control de la ejecución de la inversión en las 
fechas en las que tenga lugar. 
 

El documento de acta de “no inicio” se realizará por 
duplicado, una para disposición del solicitante y otra que se 
adjuntará al resto de la documentación del expediente. El acta 
deberá ser firmada por el beneficiario y por el técnico que hubiera 
realizado la visita. Se comunicará al titular del expediente que el 
levantamiento de esta acta no implica la concesión posterior de la 
ayuda, ni supone un compromiso ni del grupo ni de la Dirección 
General. Igualmente deberá dejarse constancia de las actuaciones 
iniciadas con anterioridad de forma detallada. En este caso, el 
GAL valorará económicamente la parte de la actuación ejecutada 
y en caso de que el porcentaje de ejecución supere el 20% no 
continuará el expediente de ayudas. 
 

3. Una vez superados los controles administrativos el 
GAL emitirá los informes preceptivos (elegibilidad y viabilidad). 
 

Por parte del GAL se comprobará la moderación de 
costes (valor de mercado de las inversiones) incluyendo un 
informe de moderación de costes en cada una de las operaciones 
propuestas para su aprobación. 
 

El Gerente del GAL elaborará Dictamen de Elegibilidad 
e Informe de Viabilidad por cada una de las solicitudes de ayuda 
recibidas, cuyos modelos deberán ajustarse al oficial establecido 
en el Manual de Procedimiento. Para continuar el proceso de 
tramitación del expediente, ambos informes deberán ser 
favorables. El Dictamen de Elegibilidad incluirá una 
prebaremación que será realizada por el equipo técnico del GAL 
en base a los criterios establecidos en las diferentes estrategias. 
 

4. Los solicitantes deberán autorizar obligatoriamente 
al GAL para la presentación de los expedientes, tras lo cual estos 
presentarán a la Dirección General de Fondos Agrarios y 
Desarrollo Rural las solicitudes de concesión prebaremadas. 
 

El GAL, previa autorización del solicitante, presentará 
las solicitudes prebaremadas en formato electrónico en la 
Consejería de Agua, Agricultura, Ganadería y Pesca, así como en 



cualquiera de los lugares señalados en el artículo 16 de la Ley 
39/2015 del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. En ese momento se inicia el 
procedimiento administrativo de concesión de ayudas, 
procediendo la Dirección General de Fondos Agrarios y Desarrollo 
Rural a darle número de registro único de entrada (NRUE). Las 
solicitudes deberán acompañarse de la documentación que se 
establezca en la convocatoria. 
 

5. Si a raíz de la supervisión del Servicio de 
Diversificación de Economía Rural, las solicitudes o la 
documentación no reúnen los requisitos exigidos en las presentes 
bases reguladoras y en la convocatoria, la Dirección General de 
Fondos Agrarios y Desarrollo Rural requerirá al GAL para que en 
un plazo de 10 días a su vez requiera al beneficiario, para que en 
el plazo de diez días a contar desde el siguiente a la recepción de 
la notificación, subsane los defectos de que adolezcan o aporte los 
documentos preceptivos, advirtiéndole de que, si así no lo hiciera, 
se procederá al archivo del expediente. 
 

6. El Servicio de Diversificación de Economía Rural de la 
Dirección General de Fondos Agrarios y Desarrollo Rural revisará 
el expediente, incluida la puntuación del mismo, emitirá Informe 
de Subvencionalidad y notificará el resultado del mismo al GAL, 
con advertencia de que si en un plazo de 10 días no se recibiese 
comunicación en sentido contrario, se entenderá aceptado dicho 
Informe de Subvencionalidad. 
 

7. Emitidos los informes de subvencionalidad 
favorables, el GAL reunirá al Comité Evaluador, y éste emitirá una 
propuesta que será aprobada por la Junta Directiva. 
 

La composición y funciones del Comité Evaluador 
quedarán definidas en la correspondiente convocatoria, que 
también establecerá sus reglas de organización y funcionamiento. 
El resultado de la evaluación se plasmará en un informe 
debidamente motivado. 
 

Para poder optar a la condición de beneficiario, el 
solicitante deberá alcanzar la puntuación mínima prevista en la 
convocatoria correspondiente, que deberá coincidir con la 
establecida en las EDLP. Todas aquellas solicitudes que no 
alcancen dicha puntuación serán desestimadas. 
 

En el caso de que varias solicitudes obtengan la misma 
puntuación, salvo que en la EDLP o en la convocatoria se 
establezca otro criterio, el criterio de prelación será el mayor 
incremento neto de empleo, seguido de la puntuación obtenida 
en el baremo de evaluación en el apartado referente a innovación 
y, en último término, de la ubicación del proyecto en núcleos de 
población menores de 1.000, 1.500 y 3.000 habitantes. 
 

La puntuación total obtenida por cada uno de ellos 
servirá para comparar las solicitudes presentadas dentro de un 
mismo procedimiento de selección, teniendo prioridad aquellas 
que obtengan una mayor puntuación. 
 

Dentro de cada EDLP se podrán seleccionar solicitudes 
declaradas elegibles y viables hasta alcanzar el importe máximo 
de gasto público asignado a cada procedimiento de selección o, 
en su caso, a la totalidad del crédito disponible para la submedida 
19.2. 
 

Tras la reunión del Comité Evaluador y tras la 
aprobación de la Junta Directiva del GAL, se elaborarán tres 
listados con los expedientes para cada una de las medidas y, en 
su caso, para cada tipo de perceptor final, que serán enviados a 
la Dirección General de Fondos Agrarios y Desarrollo Rural: 

 
- uno de expedientes aprobados, para los que se 

proponga la concesión de la ayuda, con indicación de la 
baremación, del presupuesto aprobado, el tipo y el porcentaje de 
inversión que se financiará con la ayuda y el importe concreto de 
la misma; 
 

- otro de expedientes denegados por falta de 
presupuesto, para los que se proponga la denegación por 
insuficiencia de crédito, con indicación de la baremación, del 
presupuesto aprobado, el tipo y el porcentaje de inversión que se 
financiaría con la ayuda y el importe concreto de la misma; 
 

- otro de expedientes a archivar, para los que se 
proponga la denegación por cualquier otro motivo distinto al 
anterior, que deberá especificarse. 
 

Los listados de proyectos aprobados y denegados por 
falta de crédito deberán incluir la relación de solicitantes y, para 
cada uno de ellos, la baremación obtenida, el presupuesto total 
aprobado, el porcentaje de inversión que se financiará con la 
ayuda, el importe concreto de la misma, el título del proyecto y el 
plazo de ejecución del proyecto. 
 

8. La Dirección General de Fondos Agrarios y Desarrollo 
Rural emitirá los correspondientes Informes y Propuestas de 
Resolución Provisional, que será notificada al GAL, para que en un 
plazo máximo de 10 días la remita al beneficiario con un plazo de 
10 días para presentar alegaciones. 
 

Finalmente, y una vez resueltas las alegaciones, en su 
caso, se emitirá Propuesta Definitiva, que será notificada al GAL, 
para que en un plazo máximo de 10 días la remita al beneficiario, 
para que comunique su aceptación con la advertencia de que de 
no recibirse comunicación en sentido contrario, se entenderá 
producida la aceptación. 
 

Las Propuestas Provisionales y Definitivas de Concesión 
no crean derecho alguno a favor del solicitante propuesto, 
mientras no se le haya notificado la Resolución de Concesión. Una 
vez aprobada la Propuesta Definitiva, el órgano competente 
resolverá el procedimiento motivando la resolución. El plazo 
máximo de resolución será de seis meses desde la fecha de 
finalización de presentación de solicitudes 

 
Respecto de aquellos proyectos que deban someterse a 

autorizaciones o evaluaciones ambientales o a licencia municipal, 
la eficacia de la concesión quedará condicionada al cumplimiento 
de tales trámites, por lo que no podrá procederse al pago, sin la 
realización de los mismos, así como sin ajustarse a las condiciones 
que pudieran exigirse en los informes o actos administrativos que 
finalicen dichos trámites o procedimientos, debiendo modificarse 
el acuerdo de concesión si fuera necesario. Se procederá a la 
retirada de la ayuda cuando las condiciones impuestas sean 
contrarias a las actuaciones a desarrollar para la ejecución del 
proyecto. 
 

En caso de que las inversiones impliquen la realización 
de obra mayor, deberá aportar, proyecto realizado por técnico 
competente y visado, en los casos en que sea legalmente exigible, 
por el Colegio Oficial correspondiente. En el caso de que el 
proyecto no pudiera presentarse en el plazo concedido para la 
aceptación, deberá aportarse el documento de encargo, 
presentándose el proyecto en el plazo de treinta días a contar 
desde la presentación del documento de encargo. 
 

9. Los GAL emitirán, en el plazo máximo de 10 días desde 
la recepción de la notificación de la Resolución, citación a los 



interesados concediéndole un plazo de 10 días para que se 
personen en la sede del GAL y procedan a la firma de la 
comunicación de la Resolución de Concesión, que hará efectiva la 
notificación del mismo y servirá para que el GAL asesore sobre la 
misma al beneficiario y sobre las condiciones de la ayuda y su 
ejecución y justificación. 
 

El plazo de ejecución empezará a contar desde el 
momento en el que se notifique la Resolución de Concesión. 
 

10. Contra la resolución de concesión de ayudas, que 
pone fin a la vía administrativa, podrá interponerse recurso 
potestativo de reposición, ante el Consejero de Agua, Agricultura, 
Ganadería y Pesca, de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 123 y 124 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas, o bien interponer recurso contencioso administrativo 
ante la Sala de lo Contencioso- Administrativo del Tribunal 
Superior de Justicia de la Región de Murcia, de conformidad con 
lo dispuesto en la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso- Administrativa, todo ello sin perjuicio de 
que el interesado pueda interponer cualesquiera otro recurso que 
considere oportuno. 
 

Artículo 35. Ejecución de las operaciones. 
 

Los beneficiarios de las ayudas de proyectos no 
programados de la medida 19.2 estarán obligados a iniciar la 
ejecución de las inversiones en el plazo que se fije en la resolución 
de concesión, teniendo este una duración máxima de 24 meses, 
con prorrogas de hasta la mitad del plazo inicialmente concedido; 
debiendo comunicar al GAL tal inicio, en el modelo oficial 
establecido en el Manual de Procedimiento. Efectuada dicha 
comunicación, por el personal técnico de aquél se girará visita al 
lugar de realización de las inversiones para comprobar sobre el 
terreno que éstas efectivamente se han iniciado. La no 
comunicación de inicio de las inversiones en el plazo fijado 
determinará la pérdida del derecho a la ayuda y el archivo del 
expediente. 
 

No obstante lo anterior, el plazo de inicio de la inversión 
podrá prorrogarse, a solicitud del beneficiario, en la que deberá 
indicarse el motivo que justifique la misma. La prórroga no podrá 
exceder de la mitad del plazo previsto inicialmente en el acuerdo 
de concesión. La solicitud de prórroga deberá producirse, en todo 
caso, antes del vencimiento del plazo. En ningún caso podrá ser 
objeto de ampliación un plazo ya vencido. 
 

Artículo 36. Solicitud de pago y justificación de las 
inversiones. 
 

1. Las solicitudes de pago para proyectos no 
programados de la submedida 19.2 se presentarán al GAL para 
su evaluación, que le dará el correspondiente registro. El lugar 
de presentación será el que cada uno de los GAL designe en la 
convocatoria. La solicitud deberá acompañarse de la 
documentación que se establezca en la convocatoria. 

 
El GAL deberá realizar una comunicación mensual a la 

Dirección General competente de las solicitudes de pago 
presentadas por los beneficiarios. 

 
Cuando el beneficiario sea el GAL, deberá presentar la 

solicitud de pago directamente en la Consejería. 
 
Si superado el último plazo de solicitudes de pago del 

ejercicio en curso, no se hubiera presentado la solicitud 
correspondiente al importe concedido para ese ejercicio, se 

requerirá al beneficiario para que la presente en el plazo 
improrrogable de quince días. La falta de presentación en este 
plazo llevará consigo la pérdida del cobro de la ayuda de la 
anualidad correspondiente. 
 

2. Una vez recibida la solicitud, el GAL procederá a 
realizar los controles administrativos delegados, incluida la visita 
“de certificación” (en caso de inversiones) y todo el control 
necesario para completar el expediente, incluidos los 
requerimientos en el caso de que la solicitud o la documentación 
no reúna los requisitos exigidos. El Gerente del GAL requerirá al 
solicitante mediante hecho fehaciente en el que se constate la 
fecha de aviso y notificación practicada, para que, en el plazo de 
diez días a contar desde el siguiente a la recepción de la 
notificación, subsane los defectos de que adolezcan o aporte los 
documentos preceptivos, advirtiéndole de que, si así no lo hiciera, 
se propondrá a la Dirección General de Fondos Agrarios y 
Desarrollo Rural proceder al archivo de la solicitud o la 
minoración en su caso. El informe del GAL por el que se propone 
el archivo o la minoración debe estar motivado. 

 
Contra la resolución de archivo o de minoración de la 

Dirección General de Fondos Agrarios y Desarrollo Rural podrá 
interponerse recurso de alzada ante el Consejero de Agua, 
Agricultura, Ganadería y Pesca. 
 

Una vez superados los controles administrativos el GAL 
emitirá los informes preceptivos para el pago de la subvención. 
 

El documento de acta de certificación se realizará por 
duplicado, una para disposición del solicitante y otra que se 
adjuntará al resto de la documentación del expediente. El acta 
deberá ser firmada por el beneficiario y por el técnico del GAL que 
hubiera realizado la visita. 
 

Los controles administrativos a las solicitudes donde el 
GAL sea beneficiario las realizará la Dirección General de Fondos 
Agrarios y Desarrollo Rural. 
 

3. La documentación a aportar junto con la solicitud de 
pago, se establecerá en cada una de las convocatorias, siendo el 
contenido mínimo el siguiente: 
 

3.1. Memoria técnica. En dicha memoria se describirán 
las actuaciones realizadas y los resultados obtenidos, en 
comparación a las condiciones impuestas en la Resolución de 
Concesión. Además se incluirá en ella: 
 

a) Explicación de las diferencias entre los trabajos 
previstos y los realizados, que se ajustará al modelo oficial 
establecido en el Manual de procedimiento. 
 

b) En caso de que exista proyecto técnico, 
certificaciones de obra del técnico correspondiente. 
 

c) En su caso, ficha técnica de la maquinaria obtenida. 
 

3.2. Memoria económica justificativa, que contendrá la 
siguiente documentación: 
 

a) Relación clasificada de los gastos e inversiones de la 
actividad, con identificación del acreedor y del documento, el 
concepto de la factura o del gasto, su importe, fecha de emisión 
y fecha de pago (fecha de valor bancario). Esta relación deberá 
ajustarse al modelo incluido en el Manual de procedimiento. 
 

b) Justificantes de pago de los gastos debidamente 
ordenados y relacionados con los gastos del apartado a). Los 



justificantes de pago deberán presentarse en base a lo descrito 
en el Anexo V de la presente Orden. 
 

3.3. A efectos de justificar la creación neta de empleo y, 
en su caso el mantenimiento, se aportará certificado de vida 
laboral de la empresa emitido por la Seguridad Social y TC2 
actualizado para comprobar los trabajadores que se mantienen 
en alta. 
 

3.4. Documentación acreditativa del cumplimiento de 
los condicionantes medioambientales o de las medidas 
correctoras exigidas en la licencia ambiental o en la declaración 
de impacto ambiental. 
 

3.5. Justificación de inscripción en los registros 
correspondientes según el tipo de actividad. 
 

3.6. Licencia municipal de apertura. 
 

3.7. Documentación requerida según Resolución de 
Concesión de Ayuda LEADER. 
 

3.8. Datos objetivos de indicadores de ejecución física y 
financiera, así como el informe de resultados. 
 

3.9. Contribución del proyecto a las focus área del 
Programa de Desarrollo Rural. 
 

3.10. Autorización al GAL para la presentación de la 
documentación a la Dirección General de Fondos Agrarios y 
Desarrollo Rural. 
 

4. Toda la documentación del expediente debe ir 
exclusivamente a nombre del beneficiario de la ayuda, incluidas 
las facturas y los justificantes acreditativos del pago, que en todo 
caso deberán ser documentos originales digitalizados. 
 

5. Las facturas y sus correspondientes justificantes de 
pago deberán tener fecha anterior a la finalización del plazo de 
justificación. Los justificantes deberán poder identificar las 
actuaciones realizadas, que deberán corresponderse con los 
conceptos de los presupuestos previstos y aprobados 
presentados en la solicitud de ayuda. No se admitirán pagos en 
metálico. 
 

6. A efectos del control de concurrencia de 
subvenciones y ayudas, los justificantes originales presentados se 
sellarán con una estampilla que indique la ayuda para cuya 
justificación han sido presentados, así como el porcentaje y la 
cuantía exacta que resulta afectada por la ayuda. 
 

7. El plazo de justificación será como máximo de tres 
meses desde el final del plazo de ejecución de las actuaciones. 
 

Artículo 37. Comprobación previa al pago. 
 

1. El GAL comprobará, la efectiva realización de la 
actividad, el cumplimiento de la finalidad que haya determinado 
la concesión de la ayuda, así como el resto de circunstancias 
exigidas en las presentes bases reguladoras y en la convocatoria 
para el cobro de la ayuda. 
 

2. Cuando se aprecie la existencia de defectos 
subsanables en la justificación presentada por el beneficiario el 
GAL lo pondrá en su conocimiento, concediéndole un plazo de 
diez días para su corrección. La falta de subsanación en este plazo 
de defectos que impidan proceder al pago, llevará consigo la 
anulación de la ayuda y, en su caso, la pérdida de derecho al cobro 

de la ayuda. Si los defectos no subsanados son de tal naturaleza 
que no impiden el pago de la ayuda, podrá procederse a un pago 
proporcional a lo ejecutado. 
 

3. Previamente a la autorización de pagos, la Dirección 
General de Fondos Agrarios y Desarrollo Rural procederá, entre 
las propuestas de pago presentadas, a realizar los controles 
definidos en los artículos 48, 49, 50 y 51 del Reglamento 
809/2014. 
 

Artículo 38. Pago de las ayudas. 
 

1. Para el cobro de las ayudas, el beneficiario presentará 
solicitud de pago al GAL, el cual, tras la realización del control 
administrativo y comprobación “in situ”, en su caso, la presentará 
a la Dirección General de Fondos Agrarios y Desarrollo Rural 
ajustada al modelo oficial establecido en el Manual de 
Procedimiento. La solicitud de pago deberá acompañarse de la 
documentación descrita en el artículo 36 así como de cualquier 
otra que se detalle en la convocatoria. 
 

2. El pago de las ayudas se realizará sobre los gastos 
considerados subvencionables, efectivamente realizados y 
debidamente justificados. El pago se efectuará cuando el 
beneficiario haya justificado la realización de la actuación 
subvencionada y acreditado el cumplimiento de la finalidad para 
la que fue concedida la ayuda. 
 

3. El pago de la subvención podrá consistir en: 
 

a) Un único pago por la totalidad de la ayuda concedida, 
previa ejecución y justificación de la actuación. 
 

b) En los proyectos con partes claramente 
diferenciables podrán efectuarse hasta tres pagos parciales, 
siempre que sea posible con los mismos requisitos que las 
certificaciones finales, siempre que se haya ejecutado al menos 
un 30% de la inversión prevista. 
 

c) Saldo: diferencia entre el pago parcial realizado y la 
cantidad final de ayuda concedida, previa ejecución total y 
justificación de las inversiones. 
 

4. A los efectos del pago, el GAL realizará los controles 
administrativos sobre las solicitudes y la documentación 
aportados por el solicitante de la ayuda. El resultado de dichos 
controles se reflejará en un Certificado de Propuesta de Pago que 
enviará a la Dirección General, junto a la totalidad del expediente, 
en soporte informático. Dicho certificado deberá acreditar la 
adecuada justificación de la ayuda y la concurrencia de los 
requisitos para proceder al pago, así como el importe propuesto 
de pago. 
 

En el caso de que la solicitud de pago o la 
documentación no reúna los requisitos exigidos, el Gerente del 
GAL requerirá al solicitante mediante hecho fehaciente en el que 
se constate la fecha de aviso y notificación practicada, para que, 
en el plazo de diez días a contar desde el siguiente a la recepción 
de la notificación, subsane los defectos de que adolezcan o aporte 
los documentos preceptivos, advirtiéndole de que, si así no lo 
hiciera, se propondrá proceder al archivo de la solicitud o a la 
minoración del pago de la misma. El informe del GAL por el que 
se propone el archivo debe estar motivado. 
 

5. La Dirección General de Fondos Agrarios y Desarrollo 
Rural procederá a darle a las solicitudes de pago número de 
registro único de entrada (NRUE de pago), con lo se inicia el 
expediente administrativo de pago y supervisará los controles 



realizados por los GAL sobre cada expediente de pago, mediante 
la realización de un control sobre la solicitud de pago y sobre el 
control realizado por el GAL. 
 

6. Tras dichos controles, el titular de la Dirección 
General emitirá Propuesta de Pago para cada uno de los 
expedientes de ayuda. 
 

7. Emitida la Propuesta anterior, el Consejero de Agua, 
Agricultura, Ganadería y Pesca, dictará Orden por la que se 
proponga o deniegue el pago de la ayuda. La Orden se notificará 
mediante oficio al GAL, para que este a su vez la notifique al 
beneficiario con la posibilidad de presentar recurso. La 
transferencia se realizará directamente al beneficiario por parte 
de la Consejería de Agua, Agricultura, Ganadería y Pesca. 
 

8. Conforme al artículo 28 del Reglamento de Ejecución 
(UE) n.º 908/2014 de la Comisión, de 6 de agosto de 2014, el 
importe de las deudas pendientes que pudieran tener los 
beneficiarios derivadas de los procedimientos de reintegro de las 
ayudas, se deducirá de cualquier pago futuro que la Consejería de 
Agua, Agricultura, Ganadería y Pesca deba realizar a los 
beneficiarios por cualquiera de las ayudas de la PAC. 
 

Disposición adicional única. Cláusula de revisión. 
 

Las presentes bases y el crédito asignado a las mismas, 
se ajustarán a posibles modificaciones de conformidad con la 
versión aprobada por la Comisión Europea del Programa de 
Desarrollo Rural de la Región de Murcia 2014-2020, así como a las 
modificaciones de la normativa comunitaria o nacional de 
aplicación. 
 

Disposición final única. Entrada en vigor. 
 

La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al de 
su publicación en el “Boletín Oficial de la Región de Murcia”. 
 
Murcia, 3 de octubre de 2017.—El Consejero de Agua, 
Agricultura, Ganadería y Pesca, Francisco Jódar Alonso 
 


